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RESUMEN

Análisis crítico que, tomando como punto de partida la jurisprudencia en materia adua-
nera del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) durante 2011, examina un
buen número de cuestiones en materias tales como nacimiento de la deuda, obligados
tributarios, clasificación arancelaria, invalidación de una declaración aduanera, devolu-
ción y condonación de derechos, control y contracción a posteriori, intereses de demora,
incumplimientos de Estado, derechos antidumping… En el análisis de estas materias,
otras cuestiones jurídicas nos salen al paso, como la eficacia del Derecho de la Organi-
zación Mundial del Comercio en el ordenamiento de la UE, o la solución ante divergen-
cias entre las distintas versiones lingüísticas.
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Clasificación arancelaria – Derechos antidumping, Deuda aduanera.

SUMARIO

1. PRESENTACIÓN. 2. HECHO IMPONIBLE. REGÍMENES ADUANEROS. IMPORTACIÓN TEMPORAL.
NACIMIENTO DE LA DEUDA. 3. OBLIGADOS TRIBUTARIOS. 4. CLASIFICACIÓN ARANCELARIA. 5.
INVALIDACIÓN DE UNA DECLARACIÓN ADUANERA. 6. DEVOLUCIÓN Y CONDONACIÓN DE DERE-
CHOS. 7. CONTROL A POSTERIORI. ORIGEN DE LAS MERCANCÍAS. 8. CONTRACCIÓN A POSTERIO-
RI. INTERESES DE DEMORA. 9. INCUMPLIMIENTO DE ESTADO. INTERESES DE DEMORA. 10.
OTROS TRIBUTOS ADUANEROS. DERECHOS ANTIDUMPING. 11. CUESTIONES GENERALES. DIVER-
GENCIAS LINGÜÍSTICAS. 12. CONCLUSIONES.

– 107 –

CRONICA TRIBUTARIA NUM. 145/2012 (107-148)

(*) Este trabajo se realiza en el marco del Proyecto de Investigación DER2009-13199, concedi-
do por el Ministerio de Ciencia e Innovación.



Nos proponemos en este artículo realizar un análisis crítico que, tomando como pun-
to de partida las ideas más relevantes que cabe extraer de la jurisprudencia en materia
aduanera del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) durante 2011, nos per-
mita poner de relieve un buen número de cuestiones controvertidas o que merecen aten-
ción especial, en particular cuando estas ideas se ponen en relación con las normas tri-
butarias internas de carácter general. De este modo, el análisis de las Sentencias del
TJUE se convierte en una ocasión para reflexionar sobre una variada gama de materias
del Derecho aduanero y del Derecho tributario en general.

A fin de dotar de sistemática al trabajo, abordaremos los contenidos de cada Senten-
cia al hilo de una tabla de materias que intenta seguir el orden conceptual que es habi-
tual en materia tributaria. Puesto que una misma Sentencia puede aportar elementos
en más de uno de los referidos apartados, realizaremos su análisis en aquella materia
que resulte principal. A fin de agilizar la lectura, nos servimos en el texto de diversas
abreviaturas, a saber: CAC (Reglamento 2913/92, Código Aduanero Comunitario), RA-
CAC (Reglamento 2454/93, por el que se fijan disposiciones de Aplicación del Código
Aduanero Comunitario), SA (Sistema Armonizado), NC (Nomenclatura Combinada),
OMC (Organización Mundial del Comercio), IAV (Información Arancelaria Vinculante),
IVO (información Vinculante sobre el Origen). Se utilizan otras abreviaturas que se
identifican la primera vez que aparecen.

2. HECHO IMPONIBLE. REGÍMENES ADUANEROS. IMPORTACIÓN
TEMPORAL. NACIMIENTO DE LA DEUDA

A) Sentencia Laki Dooel

Una de las implicaciones de configurar el paso de la línea aduanera como el hecho im-
ponible de los tributos aduaneros estriba en que los regímenes aduaneros suspensivos
deben concebirse como supuestos de exención (1). Cuando los requisitos a los que se con-
diciona el disfrute de esta exención dejan de cumplirse, nace una deuda aduanera. A es-
te tipo de situación se enfrenta la Sentencia Laki Dooel (2), en relación con el régimen de
importación temporal, en la que encontramos interesantes precisiones acerca de en qué
momento debe entenderse nacida la deuda aduanera.

Laki Dooel introduce un camión en el Territorio Aduanero Comunitario –TAC– en ré-
gimen de importación temporal con exención total. Obtiene autorización «CEMT» (3) pa-
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(1) La postura que defiende que la «introducción» de mercancías constituye el hecho imponible
de los tributos aduaneros es actualmente mayoritaria en nuestra doctrina a la luz de la normativa
comunitaria (HERNÁNDEZ MATEO, C. y PORTAL PÉREZ-VIZCAÍNO, M.: Procedimientos aduaneros II.
Tramitación y desarrollo, Taric, Madrid, 2005, pág. 90; CANO MARTÍNEZ, M.: La deuda aduanera,
Asociación Española de Concesionarios de Zonas y Depósitos Francos, 2010, pág. 64; PELECHÁ ZO-
ZAYA, F.: Fiscalidad sobre el comercio exterior: el derecho aduanero tributario, Marcial Pons, Ma-
drid, 2009, pág. 31). El corolario de que los regímenes aduaneros suspensivos constituyen supues-
tos de exención es puesto de manifiesto, entre otros, por PELECHÁ ZOZAYA, F.: Fiscalidad sobre el
comercio exterior: el derecho aduanero tributario, Marcial Pons, 2009, págs. 73-81.

(2) STJUE de 16.06.2011, asunto C-351/10, Laki Dooel.
(3) Según se expone en la propia Sentencia, «mediante resolución de 14 de junio de 1973, el

Consejo de la Conferencia Europea de Ministros de Transporte (CEMT), compuesto por cuarenta y
dos miembros entre los cuales se incluyen todos los Estados miembros, instauró un sistema de con-
tingentes de transporte internacional de mercancías por carretera entre los Estados miembros.
Este sistema prevé que las autoridades competentes podrán expedir una autorización con arreglo
a las distintas contingencias nacionales (en lo sucesivo, «autorización «CEMT»»)» (párrafo 13).

1. PRESENTACIÓN
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ra efectuar transportes entre Suecia y Alemania. En Suecia carga el camión con mer-
cancías destinadas a Alemania y Austria (país para el que no tenía autorización). Las
autoridades austriacas detienen el vehículo en su territorio y, al carecer de autorización,
determinan el nacimiento de la deuda aduanera por incumplimiento de los requisitos
del régimen de importación temporal. La duda que se plantea es si el incumplimiento se
produce en Austria (donde el vehículo circula sin permiso) o en Suecia, donde ya se car-
garon mercancías con destino a Austria. La STJUE Siig (4) consideraba que el elemen-
to determinante no es el destino final previsto para las mercancías sino el transporte
efectivamente realizado (con lo que, en este caso, hasta que no se entra en Austria no
habría incumplimiento de la autorización), pero tras esa Sentencia hubo un cambio en
la norma aplicable (artículo 555 RACAC, frente al anterior 670 RACAC) que, al utilizar
la preposición «para», que puede ser indicativa de finalidad, podría alterar la solución a
la duda (5). En consecuencia, se pregunta en qué Estado, si el de carga –Suecia–, o el de
transporte indebido –Austria–, se produce el incumplimiento del régimen y nace la deu-
da aduanera.

El Tribunal observa que, para gozar de la exención plena en régimen de importación
temporal respecto de un vehículo de transporte, debe cumplirse el requisito de que el
transporte esté permitido en todos los Estados por los que el vehículo circula. Observa
también que la mera intención de utilizar una mercancía sin sujetarse a las condiciones
del régimen de importación temporal no constituye en sí una infracción siempre y cuan-
do esta intención no se materialice (6). Debe constatarse una irregularidad teniendo en
cuenta los trayectos efectuados (no la intención en el momento de cargar el vehículo).
Por ello, la irregularidad no se produjo al cargar las mercancías en Suecia, sino al atra-
vesar el territorio de Austria durante el trayecto.

Advierte el TJUE que la nueva redacción del art. 550 RACAC en algunas versiones
lingüísticas –en otras no hubo cambio– no ha alterado el significado de la disposición, de
manera que lo relevante es la materialización de la conducta y no la intencionalidad en
el momento de cargar el vehículo. En consecuencia, decide que la irregularidad se pro-
duce al atravesar la frontera del Estado miembro para el que no se dispone de autoriza-
ción –Austria, en este caso–, donde nace la deuda aduanera y cuyas autoridades son las
competentes para proceder a la recaudación.

3. OBLIGADOS TRIBUTARIOS

El CAC utiliza un concepto propio, el de «deudor», para referirse a la persona obliga-
da al pago de la deuda aduanera, y establece que, en caso de concurrir varios deudores,
éstos guardarán entre sí un régimen de solidaridad. Por su parte, el Derecho español es-
tablece que «en el ámbito aduanero, tendrá además la condición de sujeto pasivo el obli-
gado al pago del importe de la deuda aduanera, conforme a lo que en cada caso esta-
blezca la normativa aduanera» (segundo párrafo del artículo 36.1 Ley General Tributa-
ria). De este modo, allí donde el derecho comunitario en materia aduanera califique co-
mo «deudor» habremos de aplicar el régimen jurídico previsto para los sujetos pasivos
en las normas españolas que resulten de aplicación. Veremos, no obstante, que la cues-
tión plantea algunas aristas.
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(4) STJUE de 15.12.2004, asunto C-272/02, Siig.
(5) El artículo 555.1.c) RACA define «tráfico interior» como «el transporte de personas embar-

cadas o de mercancías cargadas dentro del territorio aduanero de la Comunidad para ser desem-
barcadas o descargadas dentro de dicho territorio».

(6) El Tribunal cita en este sentido la STJUE de 01.02.2001, asunto C-66/99, Wandel.



B) Sentencia Berel
La primera Sentencia que procede analizar en este epígrafe es la recaída en el asun-

to C-78/10, Berel (7). En ella se dilucida el alcance del régimen de solidaridad entre deu-
dores y, en particular, si la condonación de la deuda concedida a uno de ellos extiende
sus efectos para favorecer a los demás. El asunto que se juzga implica a una sociedad de
importación y exportación (Mondia France) que tiene como uno de sus clientes a Asia
P&P para quien, entre otras labores, realiza el despacho aduanero. A su vez, Mondia
subcontrata con Maprochim, agente de aduanas, el despacho aduanero.

En una comprobación llevada a cabo por las autoridades aduaneras se descubre que
Mondia había entregado mercancías desde sus almacenes al cliente Asia P&P sin decla-
rarlas en aduana (conducta constitutiva de una infracción de importación sin declara-
ción). Otras mercancías se entregaron sin realizar las formalidades de despacho (con-
ducta constitutiva de una infracción de sustracción a la vigilancia de las autoridades
aduaneras). Ante la exigencia del pago correspondiente, Mondia solicitó la condonación
de derechos en aplicación del art. 239 CAC y 900.1.o) RACAC, invocando inexistencia de
maniobras fraudulentas o de negligencias manifiestas por su parte. Las autoridades
concedieron finalmente una condonación parcial a Mondia.

Aplicando el art. 1208 del Cc francés sobre deudores solidarios, en primera instancia
el tribunal nacional decidió que Mondia, al solicitar la condonación de derechos, había
actuado no sólo por su cuenta sino también en calidad de representante de los codeudo-
res solidarios. Para Maprochim no extendió los efectos de la condonación, fundándose en
el art. 236 CAC, en atención a que su deuda no nació del despacho a libre práctica de las
mercancías, sino de la sustracción a la vigilancia aduanera.

En apelación, el tribunal nacional negó que cupiese extender a los codeudores la condo-
nación decidida a favor de Mondia, dado que ésta se basaba en una excepción personal. El
órgano de apelación, no obstante, se cuestiona si cabe aplicar la norma de representación
entre deudores solidarios que establece el derecho francés al supuesto de los deudores
aduaneros. Por ello plantea cuestión prejudicial al TJUE acerca de si los arts. 213, 233 y
239 CAC se oponen a que un codeudor solidario pueda oponer a la Administración la deci-
sión de condonación obtenida por uno de los deudores (en definitiva, si la condonación de-
cidida para uno extingue la deuda y, por tanto, produce efectos para todos).

El TJUE comienza por apreciar que el art. 213 CAC suprimió la remisión a las dispo-
siciones nacionales que se contenía en los arts. 3 y 4 del Reg. 1031/88. El art. 213 CAC
dispone la solidaridad en caso de existencia de pluralidad de deudores, pero no precisa
su régimen. El art. 233 CAC dispone la extinción de la deuda en caso de condonación,
pero no precisa si ésta se produce únicamente respecto del deudor que la solicita o res-
pecto a todos. No obstante, interpreta el TJUE que está justificado entender que la ex-
tinción sólo produce efectos respecto al solicitante por varios motivos: 1) la condonación
debe ser objeto de interpretación restrictiva, por la necesidad de proteger los recursos
propios de la Comunidad; 2) Los Estados conservan la posibilidad de adoptar medidas
destinadas a contribuir eficazmente a la consecución de los objetivos de la normativa
aduanera, en particular, aquellas que precisen los requisitos para la aplicación de estas
disposiciones; y 3) el art. 213 tiene por objetivo lograr la recaudación efectiva de la deu-
da y el régimen de solidaridad es un instrumento para hacer efectivo este objetivo.

La posibilidad de que la condonación concedida a un deudor se extendiera a los demás
codeudores no contribuiría a la realización del objetivo de la recaudación efectiva y no
parece tampoco justificado atendidos los requisitos a que se sujeta la condonación en el
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(7) STJUE de 17.02.2011, asunto C-78/10, Berel.



art. 239 CAC (inexistencia de maniobra o de negligencia manifiesta).Observa el Tribu-
nal que la obligación solidaria deriva de un distinto origen para cada deudor. Mientras
que un deudor lo es por ser autor de la introducción irregular o de la sustracción de las
mercancías a la vigilancia aduanera, los otros lo son por su participación en los hechos
o, simplemente, por la posesión o adquisición de las mercancías. En estas circunstan-
cias, el análisis de la inexistencia de maniobra o de negligencia manifiesta debe reali-
zarse individualmente para cada deudor y, de hecho, no se cumplen respecto de Mapro-
chim ni respecto de Asia P&P. El Tribunal subraya que «el operador que recurre a un co-
misionista de aduanas, sea en el marco de una representación directa o indirecta, es
deudor en todo caso de la deuda aduanera frente a las autoridades aduaneras, y que no
puede liberarse de la responsabilidad invocando errores cometidos por dicho comisionis-
ta» (8).

Por otro lado, la determinación acerca de si concurre o no negligencia manifiesta de-
be tener en cuenta los conocimientos del deudor y la diligencia que se le debe exigir, que
no es la misma para un profesional en materia aduanera que para quien no lo es. Con-
sidera el Tribunal que la condonación es una excepción al régimen normal y debe inter-
pretarse en sentido estricto. Si se permitiera que, conforme a las normas nacionales, la
condonación extendiera sus efectos a los codeudores, existiría el riesgo de que no se
cumplieran los requisitos de la inexistencia de maniobra o de negligencia manifiesta.
Dicha consecuencia excedería el margen de apreciación de los ordenamientos naciona-
les. Por tanto, debe concluirse que la condonación de la deuda sólo produce efectos para
el solicitante de la misma, y no para los codeudores solidarios. Encontramos aquí, en de-
finitiva, un límite a los efectos del régimen de solidaridad entre deudores aduaneros.

Cuando proyectamos esta doctrina del TJUE sobre el ordenamiento español se nos
suscitan dos cuestiones. La primera es que, conforme a lo que dispone el art. 35.6 de la
Ley General Tributaria (LGT), «la concurrencia de varios obligados tributarios en un
mismo presupuesto de una obligación determinará que queden solidariamente obliga-
dos frente a la Administración tributaria al cumplimiento de todas las prestaciones, sal-
vo que por Ley se disponga otra cosa». El art. 106 RGGIT, que regula las «actuaciones en
caso de solidaridad en el presupuesto de hecho de la obligación», establece la realización
de un único procedimiento para todos los obligados, el cual produce efectos respecto de
todos ellos (véase especialmente su apartado 3). Esta solución, según hemos visto, no es
aceptable en materia aduanera pues, aunque en ella se dispone un régimen de solidari-
dad, el TJUE ha dispuesto la no extensión a los codeudores de los efectos de la concesión
de la condonación a uno de ellos. Y el Tribunal llega a esta solución por vía interpretati-
va, en ausencia de norma expresa (por tanto, sin que se verifique la cláusula de excep-
ción del art. 35.6 LGT, «salvo que por Ley se disponga otra cosa»). Así pues nos encon-
tramos ante una falta de coordinación entre la norma interna y la interpretación que
hace el TJUE del alcance de la norma comunitaria que, como es sabido, debe resolverse
en favor de la interpretación del TJUE, que goza de primacía.

Otra cuestión problemática, de mayor calado, se plantea cuando la doctrina de la Sen-
tencia Berel se pone en relación con el art. 36.1, segundo párrafo, LGT que, según hemos
indicado, califica como «sujetos pasivos» a quienes resulten obligados al pago del importe
de la deuda aduanera conforme a la normativa aduanera. Sujeto pasivo, según ordena el
propio art. 36 LGT, lo es el contribuyente (que se caracteriza por realizar el hecho imponi-
ble, art. 36.2 LGT) y el sustituto (que realiza un hecho generador distinto y desplaza al
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(8) STJUE de 17.02.2011, asunto C-78/10, Berel (párrafo 58, donde se remite a la STJUE de
20.11.2008, asunto C-38/07 P, Heuschen & Schrouff Oriëntal Foods Trading/Comisión, párrafo
52).



contribuyente, art. 36.3 LGT). Pues bien, en el presente caso tenemos a varios deudores
que realizan presupuestos de hecho distintos, como destaca la propia STJUE (9). Sólo uno
de esos presupuestos de hecho puede calificarse de hecho imponible, dado que si hubiera
varios hechos imponibles debieran generarse otras tantas deudas tributarias (10). Si los
otros deudores no realizan el hecho imponible, no pueden ser contribuyentes. Pero tampo-
co pueden ser sustitutos porque no desplazan al contribuyente, sino que se colocan junto a
él. En definitiva, estos sujetos que realizan un hecho generador que no es el hecho impo-
nible no se ajustan a la definición de sujetos pasivos porque ni son contribuyentes ni son
sustitutos. Lo cual nos aboca a concluir, parece, que el párrafo segundo del artículo 36.1
LGT –que califica como sujetos pasivos a los obligados al pago de la deuda aduanera– es-
tablece un supuesto especial de sujeto pasivo que no se ajusta a la definición general que
se ofrece en el párrafo primero de este mismo 36.1 LGT.

C) Sentencia Oliver Jestel
En materia de deudores encontramos otra capital Sentencia del TJUE en 2011. Es la

recaída en el asunto C-454/10, Oliver Jestel (11). Esta Sentencia decide acerca de la si-
tuación de un particular, Oliver Jestel, que ofrece a través de internet (en eBay) mercan-
cías de origen chino, actuando como intermediario de un vendedor chino, que es quien fi-
ja los precios y remite directamente las mercancías a los clientes por vía postal. Ahora
bien, las mercancías se entregan a sus destinatarios sin despacharse en la aduana, pese
a que no pueden acogerse a la franquicia aplicable por superar su valor los 22 euros (que
era el límite en vigor en aquel momento para la franquicia aplicable a los envíos posta-
les). La Aduana descubre esta irregularidad y liquida a Jestel como deudor en tanto que
partícipe de una introducción irregular de mercancías –artículo 202.3 CAC–. Jestel con-
sidera que no lo es puesto que actuó como mero intermediario en la realización de las
ventas, no en la realización de los envíos. El referido artículo 202.3 CAC califica como
deudores de la deuda aduanera en caso de introducción irregular de las mercancías a:

«– la persona que haya procedido a la introducción irregular,
– las personas que hayan participado en dicha introducción sabiendo o debiendo sa-
ber razonablemente que se trataba de una introducción irregular,
– así como las personas que hayan adquirido o tenido en su poder la mercancía de
que se trate, sabiendo o debiendo saber razonablemente en el momento de la adquisi-
ción o recepción de dicha mercancía que se trataba de una mercancía introducida
irregularmente».
El tribunal nacional remitente pregunta si puede entenderse que, en estas circuns-

tancias, Jestel «participó» en la introducción irregular de mercancías –segundo guión
del artículo 202.3 CAC– al actuar como intermediario en las ventas y, asimismo, si debe
exigirse o no cierto grado de conocimiento por su parte acerca de la irregularidad come-
tida para que incurra en la condición de deudor.
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(9) El CAC no regula el hecho imponible de los tributos aduaneros, sino una serie de circuns-
tancias en las que nace la deuda aduanera, en sus arts. 201 a 211 CAC. Puede observarse que, en
cada uno de estos preceptos, coexisten diferentes presupuestos de hecho que convierten en «deu-
dor» de la deuda aduanera a quien los realice. Por tanto, la situación de «deudores» que no han re-
alizado el hecho imponible se reproduce en cada uno de estos preceptos. En un despacho aduanero
sin anomalías –art. 201 CAC–, por ejemplo, el declarante sería quien realiza el hecho imponible,
mientras que, en su caso, la persona por cuya cuenta se realiza la declaración en régimen de re-
presentación indirecta sería un deudor por un presupuesto de hecho distinto del hecho imponible. 

(10) El hecho imponible se define en el art. 20 LGT.
(11) STJUE de 17.11.2011, asunto C-454/10, Oliver Jestel (párrafo 12; cita en este sentido las

STJUE Spedition Ulustrans, C-414/02; Papismedov, C-195/03; y United Antwerp, C-140/04).



El TJUE comienza por recordar que «desde la entrada en vigor del Código aduanero,
el legislador comunitario ha pretendido establecer, de forma exhaustiva, los requisitos
para la determinación de las personas deudoras de la deuda aduanera» (12). A conti-
nuación señala que «del texto de dicha disposición se desprende que el legislador comu-
nitario quiso determinar en un sentido amplio las personas a las que se puede conside-
rar deudoras de la deuda aduanera, en caso de introducción irregular de una mercancía
sujeta a derechos de importación» (13). 

Descarta el Tribunal que la conducta de Jestel encaje en los guiones primero y terce-
ro del artículo 202.3, debiendo por tanto centrarse el análisis en el segundo guión (que
califica como deudores a quienes participan en la introducción irregular sabiendo, o de-
biendo saber razonablemente, que se trataba de una introducción irregular). Identifica
el Tribunal dos elementos que determinan la calificación de deudor en este caso, uno ob-
jetivo (la participación en la introducción irregular) y otro subjetivo (el conocimiento
acerca de su carácter irregular, la actuación a sabiendas). Por lo que hace al primero,
suscribe las tesis del Abogado General que atribuye un contenido amplio al concepto de
«participación», que comprende no sólo a la introducción en sí misma considerada sino
también a los actos ligados a esa introducción. Por ello concluye que Jestel, si bien no ha
contribuido de forma directa a la introducción irregular, al actuar como intermediario
para la conclusión de contratos de venta de esas mercancías ha «participado» en la in-
troducción.

Por lo que hace al elemento subjetivo, el TJUE observa que debe limitarse a apuntar
criterios de apreciación, dado que comporta elementos de hecho que corresponde valorar
al Tribunal nacional remitente. En este sentido, indica que la expresión «debiendo saber
razonablemente» del art. 202.3 CAC «hace referencia al comportamiento de un operador
perspicaz y diligente» (14), atribuyendo así un contenido amplio a la misma. A conti-
nuación señala que otro criterio consiste en examinar las gestiones que podían esperar-
se razonablemente de él para evitar que las mercancías se introdujeran de forma irre-
gular y, «en especial, si informó al proveedor de su obligación de declararlas en aduana»
(15). Otro criterio a valorar estriba en el examen de las informaciones a disposición del
intermediario en virtud de sus obligaciones contractuales, así como indagar si se indica-
ba en los contratos de venta u otros documentos la existencia de la obligación de pagar
derechos de aduana. Otro elemento a considerar consiste en la extensión del período du-
rante el cual se han realizado operaciones (a mayor duración, más probabilidad de que
el intermediario fuera conocedor de la comisión de irregularidades).

El TJUE decide que un intermediario de ventas debe calificarse como deudor en rela-
ción con una introducción irregular si sabía, o debía saber razonablemente, que esa in-
troducción sería irregular.

La doctrina del TJUE abre la puerta a un buen número de inquietudes para los ope-
radores que actúan como intermediarios en la venta de mercancías importadas. Así, ne-
cesitarán valorar si su implicación en la venta es suficiente como para convertirles en
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(12) Doctrina que, dicho sea de paso, es incompatible con la redacción que hasta 2009 tuvo el
artículo 43.1.e) LGT, en la medida que este precepto calificaba de responsable subsidiario al agen-
te de aduanas que actuase en nombre y por cuenta de sus comitentes (esto es, en régimen de re-
presentación indirecta, en la terminología del art. 5.2 CAC). Este supuesto de responsabilidad fue
eliminado, por lo que se refiere a la deuda aduanera, por el artículo 10 de la Ley 4/2008.

(13) STJUE de 17.11.2011, asunto C-454/10, Oliver Jestel (párrafo 13; cita en este sentido las
STJUE Spedition Ulustrans, C-414/02; y Papismedov, C-195/03).

(14) STJUE de 17.11.2011, asunto C-454/10, Oliver Jestel (párrafo 22).
(15) STJUE de 17.11.2011, asunto C-454/10, Oliver Jestel (párrafo 24).



potenciales deudores. También les obliga a establecer procedimientos de operativa
aduanera en su relación con los proveedores a fin de estar en disposición de acreditar su
diligencia en caso de que así les fuera requerido. En otro caso una deuda aduanera les
puede estar esperando agazapada a la vuelta de la esquina.

En este sentido, uno de los interrogantes que podemos plantearnos consiste en diluci-
dar si la lógica de esta Sentencia pudiera resultar de aplicación, no sólo en los supuestos
de introducción irregular de mercancías (art. 202 CAC), sino también en los supuestos
de sustracción a la vigilancia aduanera (art. 203 CAC), dado que los términos para de-
terminar quién debe ser considerado deudor en este artículo corren en paralelo con los
del art. 202 CAC (16). Pensamos, no obstante, que existe una importante diferencia en-
tre estos dos preceptos que justificaría un resultado diferente para los intermediarios en
la venta en uno y otro caso. Así, mientras que el art. 202 CAC tiene como presupuesto la
participación en la «introducción» de las mercancías, el artículo 203 CAC tiene como
presupuesto la participación en la «sustracción» de las mercancías a la vigilancia adua-
nera. En tanto que el contrato de venta es un elemento conducente –si bien sólo de for-
ma mediata– a la introducción de las mercancías, no parece que sea un elemento condu-
cente a la sustracción de las mismas a la vigilancia aduanera. Por ello, estimamos que
sería menos defendible mantener que alguien que se ha limitado a concluir contratos de
venta ha tenido, por esta circunstancia, alguna implicación en la sustracción de las mer-
cancías a la vigilancia aduanera.

4. CLASIFICACIÓN ARANCELARIA

Encontramos un total de once Sentencias del TJUE en materia de clasificación aran-
celaria en 2011. Su abultado número creemos que hace conveniente sintetizar algunas
ideas de carácter general que aparecen recogidas en varias de ellas antes de adentrar-
nos en su examen particular. Entre estas ideas de carácter general destaca, por su rele-
vancia, la consideración, convertida en cláusula de estilo, acerca del criterio decisivo pa-
ra la clasificación arancelaria. Dice así:

1) «el criterio decisivo para la clasificación arancelaria de las mercancías debe bus-
carse, por lo general, en sus características y propiedades objetivas, tal como están
definidas en el texto de las partidas de la NC y de las notas de las secciones o ca-
pítulos» (17).

(16) En concreto, el 203.3 CAC considera deudores en este caso a: 
«– la persona que haya sustraído la mercancía a la vigilancia aduanera,
– las personas que hayan participado en dicha sustracción sabiendo o debiendo saber razona-

blemente que se trataba de una sustracción de la mercancía a la vigilancia aduanera,
– las personas que hayan adquirido o tenido en su poder la mercancía de que se trate sabiendo

o debiendo saber razonablemente en el momento de la adquisición o recepción de dicha mercancía
que se trataba de una mercancía sustraída a la vigilancia aduanera,

– así como, en su caso, la persona que deba cumplir las obligaciones que entrañe la permanen-
cia en depósito temporal de la mercancía o la utilización del régimen aduanero en el que se en-
cuentra dicha mercancía»

(17) STJUE de 18.05.2011, asunto C-423/10, Delphi Deutschland (párrafo 23, en el que además
cita en el mismo sentido la STJUE C-423/09, de 28.10.2009 y las STJUE en ella citadas); STJUE
de 16.06.2011, asunto C-152/10, Unomedical (párrafo 25); STJUE de 14.07.2011, asunto C-196/10,
Paderboner (párrafo 31); STJUE de 28.07.2011, asunto C-215/10, Pacific World (párrafo 28);
STJUE de 10.11.2011, asunto C-319/10 y C-320/10, X (párrafo 54)¸ STJUE de 24.11.2011, asunto
C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 44); STJUE de 14.04.2011, asuntos C-288/09 y 289/09, BSkyB
(párrafo 60, donde se señala que este criterio favorece la seguridad jurídica y la facilidad de los
controles).
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Otra apreciación relevante es la que se refiere a la distinta relevancia de los textos de
las partidas y de las notas de secciones o de capítulos, frente a la que cabe atribuir a los
títulos de las secciones o capítulos:

2) «Las reglas generales para la interpretación de la NC establecen que la clasifica-
ción de las mercancías está determinada, en primer lugar, por los textos de las
partidas y de las notas de secciones o de capítulos, y se considera que la redacción
de los títulos de las secciones o capítulos sólo tiene un valor indicativo» (18).

Las siguientes ideas de carácter general que deseamos entresacar se dirigen a acla-
rar la eficacia jurídica de las Notas Interpretativas, tanto del Sistema Armonizado como
de la Nomenclatura Combinada, y son del siguiente tenor:

3) Las Notas Explicativas, tanto de la Nomenclatura Combinada (NC, elaboradas por
la Comisión Europea) como del Sistema Armonizado (SA, elaboradas por la OMA)
«contribuyen de manera importante a la interpretación del alcance de las diferentes
partidas aduaneras, sin tener, no obstante, fuerza vinculante en Derecho» (19).

4) «Las notas que preceden a los capítulos del Arancel Aduanero Común, al igual que
las notas explicativas del SA, constituyen medios importantes para garantizar
una aplicación uniforme de este Arancel y proporcionan, en cuanto tales, elemen-
tos válidos para su interpretación» (20).

5) «El tenor de las notas explicativas de la NC, las cuales no sustituyen a las del SA,
sino que deben considerarse complementarias a éstas y consultarse conjuntamen-
te con ellas, debe, por lo tanto, ser conforme con las disposiciones de la NC y no
puede modificar su alcance» (21). «De lo anterior se desprende que, si resulta que
son contrarias al texto de las partidas de la NC y de las notas de sección o de capí-
tulo, las notas explicativas de la NC no deben aplicarse» (22).

Sentadas estas premisas generales, que según hemos detallado se reproducen a lo
largo de diversas de las Sentencias que vamos a analizar, pasamos a un análisis parti-
cular de cada una de ellas.

D) Sentencia X
La Sentencia X (23) se enfrenta a una cuestión capital que trasciende a la clasifica-

ción arancelaria: se trata de determinar la relevancia jurídica, en el sistema del Derecho
de la Unión, de una decisión del Órgano de Solución de Diferencias (OSD) de la OMC.
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(18) STJUE de 14.04.2011, asuntos C-288/09 y 289/09, BSkyB (párrafo 59).
(19) STJUE de 18.05.2011, asunto C-423/10, Delphi Deutschland (párrafo 24, en el que además

cita en el mismo sentido la STJUE C-423/09, de 28.10.2009 y las STJUE en ella citadas); STJUE
de 14.07.2011, asunto C-196/10, Paderboner (párrafo 32); STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10
a 326/10, Stolle (párrafo 45); STJUE de 14.04.2011, asuntos C-288/09 y 289/09, BSkyB (párrafo
63).

(20) STJUE de 16.06.2011, asunto C-152/10, Unomedical (párrafo 33); STJUE de 28.07.2011,
asunto C-215/10, Pacific World (párrafo 29); STJUE de 10.11.2011, asunto C-319/10 y C-320/10, X
(párrafo 55). La STJUE X precisa además que el contenido de las Notas de Capítulo de la NC debe
ser conforme con las disposiciones de la NC y no puede modificar su alcance.

(21) STJUE de 14.04.2011, asuntos C-288/09 y 289/09, BSkyB (párrafo 64, donde cita en el mis-
mo sentido la STJUE en el asunto C-486/06, párrafo 36).

(22) STJUE de 14.04.2011, asuntos C-288/09 y 289/09, BSkyB (párrafo 65).
(23) STJUE de 10.11.2011, asunto C-319/10 y C-320/10, X. En el momento de preparar este

trabajo el texto de la Sentencia sólo está disponible en francés.



Los presupuestos del caso son los siguientes: X introduce pollo congelado deshuesado,
que clasifica en la subpartida 0207 14 10. El pollo ha sido impregnado de sal de forma
homogénea con un contenido en sal del 0,8 por 100 y del 0,6 por 100. Posteriormente so-
licita la devolución de derechos al considerar que la clasificación correcta era la 0210 99
39. Alega que los Reglamentos 535/94, 1871/2003 y 2344/2003 son inválidos al exigir un
contenido en sal mínimo del 1,2 por 100 para considerar la carne «salada», restringien-
do lo determinado en un Informe del Órgano de Apelación de la OMC (WT/DS269/AB/R,
WT/DS286/AB/R) y en dos Informes de Grupos Especiales de la OMC (WT/DS269/R,
WT/DS286/R), en cuya virtud la carne que posea un contenido en sal inferior al 1,2 por
100 del peso y que ha sido objeto de un cambio de carácter tras la adición de sal no que-
da excluida de la partida 0210. Subsidiariamente, X sostiene que esta decisión de la
OMC debe guiar la interpretación de la Nota complementaria que se discute. 

El Tribunal nacional pregunta si es posible basarse en una decisión del OSD, relativa
a la interpretación del término «salado» en la partida 0210, aun cuando el despacho a li-
bre práctica se haya realizado antes de que se adoptara tal decisión. A este respecto, X
señala que, a través del Reglamento 2658/87, el Consejo ejecuta la obligación de adoptar
las partidas del SA en la NC sin cambiar su significado.

El TJUE inicia su análisis observando que los Acuerdos de la OMC no figuran en
principio entre las normas a la luz de las cuales controla la legalidad de los actos de la
Instituciones de la UE. Sólo en el caso de que la UE haya pretendido dar ejecución a una
obligación particular asumida en el marco de la OMC, o cuando el acto de la UE remita
expresamente a disposiciones precisas de los Acuerdos OMC, el TJUE procederá a con-
trolar la legalidad del acto tomando en consideración las normas de la OMC (24). Apre-
cia que, dado que el sistema de la OMC establece un amplio margen para la negociación
a la hora de aplicar las decisiones del OSD, un operador no puede pretender que un Re-
glamento de la UE es incompatible con determinadas normas de la OMC aun cuando el
OSD así lo haya declarado (25), ni ante los tribunales nacionales ni ante el TJUE. La de-
cisión del OSD no debe distinguirse fundamentalmente de las normas sustantivas de la
OMC que traducen las obligaciones contraídas por un miembro en el marco de la OMC.
Así como no cabe basar la ilegalidad de una norma comunitaria en una norma de la
OMC, tampoco cabe hacer lo propio basándose en una decisión del OSD. El análisis de
los Reglamentos cuestionados revela, a juicio del Tribunal, que en ellos la Comisión no
ha dado a entender que a través de ellos se pretenda ejecutar en el orden comunitario
una obligación particular asumida en el marco de la OMC.

Tampoco estos Reglamentos remiten expresamente a normas precisas de los Acuer-
dos OMC. Además, la decisión del OSD es posterior a los hechos y fija un plazo razona-
ble para su ejecución, que concluyó con posterioridad a ellos. Observa el Tribunal que,
en tanto no concluye ese plazo para dar cumplimiento a las decisiones del OSD, los jue-
ces no deben ejercer un control de legalidad de los actos de la UE a la luz de las normas
de la OMC, pues en tal caso privarían de eficacia la concesión de tal plazo. El Regla-
mento 949/2006, que traduce en cierta medida la voluntad de la UE de dar cumplimien-
to a la decisión del OSD a la que remite expresamente, es posterior a los hechos y care-
ce de eficacia retroactiva. Por todo lo anterior, estima el Tribunal que no puede enjui-
ciarse la validez de la Nota Interpretativa contenida en el Reglamento 1810/2004 con
base en la decisión del OSD.
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(24) STJUE de 10.11.2011, asunto C-319/10 y C-320/10, X (párrafo 35, en el que cita la STJUE
C-377/02, Van Parys).

(25) STJUE de 10.11.2011, asunto C-319/10 y C-320/10, X (párrafo 36, en el que remite a lo ex-
presado en el párrafo 54 de la STJUE C-377/02, Van Parys).



Conviene que nos detengamos en este punto para examinar, con la limitación que im-
pone un trabajo de esta naturaleza (26), la posición adoptada por el Tribunal. Comence-
mos por señalar que cabe constatar que no se hace sino seguir la doctrina establecida en
materia de eficacia del Derecho de la OMC en el sistema jurídico de la Unión (en la sen-
da marcada por la Sentencia Alemania-Consejo (27) y posteriormente ratificada en la
Sentencia Portugal-Consejo (28), Van Parys (29), Katsivardas (30) y Chiquita [31]), que
tiene como presupuesto que el Derecho de la OMC«se caracteriza por la gran flexibilidad
de sus disposiciones, en particular de aquellas que se refieren a las posibilidades de es-
tablecer excepciones, a las medidas que pueden adoptarse en caso de dificultades excep-
cionales y a la solución de discrepancias entre las Partes Contratantes» (32). En defini-
tiva, un Estado puede incumplir indefinidamente una norma de la OMC y ello única-
mente determinará, en su caso, que deba soportar que los Estados que se consideren
perjudicados por esta conducta y prevalezcan en el OSD le apliquen medidas compensa-
torias, pero esos otros Estados no le pueden imponer que derogue la norma de que se
trate. De este modo, no puede pretenderse que una decisión del OSD prevalezca sobre
una norma comunitaria –que la derogue–, dado que se limita a determinar que esa nor-
ma no es conforme con el Derecho de la OMC, pero de ello no se sigue su nulidad en el
ámbito interno. La consecuencia jurídica de la no conformidad con el Derecho de la OMC
consiste en que el Miembro infractor (en este caso, la UE) debe modificar la medida pa-
ra hacerla compatible o bien, de no hacerlo, soportar que el Miembro que se identifique
como perjudicado le imponga medidas compensatorias.
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(26) Nos hemos ocupado más ampliamente de esta cuestión en IBÁÑEZ MARSILLA, S.: «La cláu-
sula de Nación Más Favorecida del Artículo I del GATT», en III Jornadas Internacionales de Dere-
cho Aduanero, Asociación Argentina de Estudios Fiscales, Buenos Aires, 2010, págs. 43-65 (espe-
cialmente págs. 56-61).

(27) STJUE de 05.10.1994, asunto C-280/93, Alemania-Consejo (Plátanos I). Los hechos del
asunto se produjeron con anterioridad al establecimiento de la OMC, por lo que se analizan a la
luz del GATT, que actualmente es un Acuerdo integrante del paquete de acuerdos OMC.

(28) STJUE de 23.11.1999, asunto C-149/96, Portugal-Consejo (véanse especialmente los pá-
rrafos 46 y 47).

(29) STJUE de 01.03.2005, asunto C-377/02, Van Parys.
(30) STJUE de 20.05.2010, asunto C-160/09, Katsivardas.
(31) STJUE (1ª Instancia) de 03.02.2005, asunto T-19/01, Chiquita.
(32) STJUE de 05.10.1994, asunto C-280/93, Alemania-Consejo (párrafo 106). En ella, en rela-

ción a las normas del GATT –antecedente de la OMC–, se afirma (párrafos 109 a 111):
«Estas particularidades del Acuerdo General, puestas de manifiesto por este Tribunal de Justi-

cia para señalar que un justiciable de la Comunidad no puede invocarlo ante los Tribunales con el
fin de cuestionar la legalidad de un acto comunitario, se oponen igualmente a que este Tribunal de
Justicia tenga en cuenta las disposiciones del Acuerdo General para apreciar la legalidad de un
Reglamento en el marco de un recurso interpuesto por un Estado miembro con arreglo al párrafo
primero del artículo 173 del Tratado» –que regula la cuestión prejudicial-.

«En efecto, las distintas particularidades anteriormente señaladas ponen de manifiesto que las
normas del Acuerdo General no son de carácter incondicional y que la obligación de reconocerles
valor de normas de Derecho internacional inmediatamente aplicables en los ordenamientos jurídi-
cos internos de las Partes Contratantes no puede basarse en el espíritu, el sistema o en la letra del
Acuerdo».

«A falta de tal obligación derivada del propio Acuerdo, únicamente en el caso de que la Comuni-
dad haya pretendido cumplir una obligación concreta asumida en el marco del GATT o cuando el
acto comunitario se remita expresamente a disposiciones precisas del Acuerdo General, correspon-
derá al Tribunal de Justicia controlar la legalidad del acto comunitario de que se trate en relación
con las normas del GATT».



Por otra parte, no son ajenas a esta solución consideraciones de orden práctico, que
atienden a que tampoco otros Estados deciden la legalidad de sus normas internas a la
luz de su compatibilidad con las normas de la OMC (33).

No obstante lo anterior, esta doctrina parecía encontrar una relevante excepción en
materia de clasificación arancelaria (34). Así, en la Sentencia F.T.S. International, el
Tribunal declara inválido un Reglamento dictado por la Comisión por resultar incompa-
tible con el Sistema Armonizado de codificación y designación (35). La Comisión alegó
en aquel caso la aplicabilidad de la doctrina de la Sentencias Portugal/Consejo y Van
Parys a que acabamos de referirnos, en virtud de la cual la incompatibilidad del Regla-
mento de la Unión con las normas de la OMC no afecta a la validez de dicho Reglamen-
to con respecto al Derecho de la Unión, en la medida en que tales normas carecen de
efecto directo. Ahora bien, el Tribunal consideró que la Comisión se había excedido en
sus facultades puesto que la Unión se ha comprometido a no modificar el alcance del
Convenio del SA en virtud del artículo 3 del mismo (36). En el párrafo que aquí intere-
sa, dice esta Sentencia que:

«según reiterada jurisprudencia, el Consejo ha conferido a la Comisión, cuando actúe
en cooperación con los expertos aduaneros de los Estados miembros, una amplia facul-
tad de apreciación para precisar el contenido de las partidas arancelarias que pueden
tenerse en cuenta al clasificar una mercancía determinada. No obstante, la facultad de
la Comisión de adoptar las medidas contempladas en el artículo 9, apartado 1, letras a),
b), d) y e), del Reglamento n° 2658/87 no la autoriza a modificar el contenido de las par-
tidas arancelarias que han sido establecidas sobre la base del SA instituido por el Con-
venio y respecto de las cuales la Comunidad se ha comprometido, en virtud del artículo
3 de este último, a no modificar su alcance (sentencias de 14 de diciembre de 1995,
Francia/Comisión, C-267/94, Rec. p. I-4845, apartados 19 y 20, y de 27 de abril de
2006, Kawasaki Motors Europe, C-15/05, Rec. p. I-3657, apartado 35)» (37).
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(33) STJUE de 01.03.2005, asunto C-377/02, Van Parys (párrafo 53):
«Consta que algunas de las Partes contratantes, entre las cuales se encuentran los socios más

importantes de la Comunidad desde el punto de vista comercial, han llegado precisamente a la
conclusión, a la luz del objeto y de la finalidad de los Acuerdos OMC, de que tales Acuerdos no se
incluyen entre las normas con respecto a las cuales los órganos jurisdiccionales controlan la lega-
lidad de sus normas jurídicas internas. Si se admitiera esta falta de reciprocidad, ésta entrañaría
el riesgo de que se produzca un desequilibrio en la aplicación de las normas de la OMC»

(34) Anotemos que el Sistema Armonizado se contiene en un Acuerdo Internacional alcanzado
en el marco de la Organización Mundial de Aduanas (OMA), no de la OMC, pero este elemento no
altera la aplicabilidad al mismo de la doctrina elaborada respecto al Derecho de la OMC a que nos
hemos referido.

(35) STJUE de 18.07.2007, asunto C-310/06, FTS International. La norma enjuiciada es el Re-
glamento n.º 1223/2002. Por cierto que este asunto también se refiere a una discusión acerca de la
clasificación en las partidas 0207 y 0210.

(36) El «Convenio Internacional relativo al Sistema Armonizado de Designación y Codificación
de Mercancías» («SA»), celebrado en Bruselas el 14 de junio de 1983, y su «Protocolo de enmienda»
de 24 de junio de 1986 («Convenio del SA») fueron aprobados en nombre de la CEE en virtud de la
Decisión 87/369/CEE del Consejo, de 7 de abril de 1987 (DO L 198, p. 1). Con arreglo al artículo 3,
apartado 1, del Convenio del SA, las partes contratantes se comprometen a que sus nomenclaturas
arancelaria y estadística se ajusten al SA, a utilizar todas las partidas y subpartidas del SA sin
adición ni modificación, así como los códigos correspondientes, y a seguir el orden de enumeración
de este sistema. La misma disposición establece que las partes contratantes se comprometen
igualmente a aplicar las reglas generales para la interpretación del SA así como todas las notas de
las secciones, capítulos y subpartidas del SA y a no modificar su alcance.

(37) STJUE de 18.07.2007, asunto C-310/06, FTS International (párrafo 21). Además de las
STJUE citadas, véase asimismo la STJUE de 28.03.2000, asunto C-309/98, Holz Geenan, párrafo
13.



Muy similar es la Sentencia Dinter, también relativa a un exceso de la Comisión en el
ejercicio de sus facultades en materia de clasificación arancelaria con menoscabo del
Sistema Armonizado (38). En ambos casos puede interpretarse que el Tribunal está de-
cidiendo la invalidez de los Reglamentos comunitarios por no acatar el sistema de jerar-
quía de fuentes de la Unión. No pase desapercibido que los Reglamentos de la Comisión
examinados derivan su potestad del Reglamento n.º 2658/87, del Consejo. Al colisionar
con las normas del Sistema Armonizado, los Reglamentos de la Comisión colisionan asi-
mismo con el Reglamento del Consejo que les apodera, puesto que éste manifiesta su vo-
luntad de dar cumplimiento a las disposiciones del Sistema Armonizado. Por ello, en es-
tos asuntos se produce la intersección entre el incumplimiento de un acuerdo comercial
multilateral y el incumplimiento de una norma comunitaria superior.

Más todavía, en la Sentencia Goldstar Europe, el Tribunal apreció que «procede re-
cordar que, cuando no exista una interpretación de la Nomenclatura por parte del Con-
sejo de Cooperación Aduanera, el legislador comunitario será competente para interpre-
tar, mediante Reglamento y bajo el control del Tribunal de Justicia, la Nomenclatura,
tal como debe ser aplicada por la Comunidad» (39). El Consejo de Cooperación Aduane-
ra es el antecedente de la Organización Mundial de Aduanas (OMA). Por tanto, el Tri-
bunal está señalando que la potestad de interpretación de la nomenclatura por parte de
la Comisión –que se ejerce mediante Reglamentos– está supeditada a la interpretación
que realice la OMA. En el asunto que examinamos, la Sentencia X, el Tribunal, por el
contrario, nos señala que la interpretación realizada por la Comisión –mediante Regla-
mento– no queda invalidada por una decisión del OSD de la OMC. Se trata de dos crite-
rios contrapuestos difíciles de armonizar.

Por este motivo es llamativo que el TJUE, en la Sentencia que ahora analizamos, no
haya seguido su doctrina específica respecto a la eficacia de las normas internaciona-
les en materia de clasificación arancelaria, aplicando por el contrario la doctrina ge-
neral sobre eficacia del Derecho de la OMC. Consideramos que con ello el Tribunal in-
troduce un elemento adicional de inseguridad jurídica, dado que ya no resulta posible
anticipar qué criterio se mantendrá en casos futuros en materia de clasificación cuan-
do se detecte un conflicto entre un Reglamento de la Comisión y una norma o criterio
internacional.

Podría sostenerse que el hecho diferencial que justifica la solución del Tribunal estri-
ba en que la decisión del OSD es posterior a los hechos que se enjuician. No obstante es-
te argumento se nos antoja débil, puesto que lo que hace el OSD es elaborar un criterio
interpretativo y, como es conocido –y como otras Sentencias del TJUE de 2011 en mate-
ria aduanera a que nos referiremos se encargan de recordar– los criterios interpretati-
vos gozan de eficacia retroactiva (véase más abajo, los puntos F y G, Sentencias Maris-
hipping y Unomedical). Por eso mismo, consideramos irrelevante que el posterior Re-
glamento 949/2006, por el que la Comisión modifica la Nota Complementaria en el sen-
tido pretendido por el OSD, disponga que esta norma ni tiene efectos retroactivos ni da
orientaciones interpretativas con carácter retroactivo (40). Podía considerarse que el
criterio interpretativo ya estaba en el ordenamiento: lo había introducido el OSD.
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(38) Sentencia TJUE de 29.10.2009, asuntos C-522/07 y C-65/08, Dinter. En la Sentencia Din-
ter se trataba de enjuiciar un Reglamento por el que se modificaba una Nota Complementaria (la
5, letra b) del Capítulo 20 de la NC) por modificar el contenido de las partidas a las que afectaba.
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apoyo de esta conclusión la Sentencia de 08.02.1990, asunto C-233/88, Van de Kolk, párrafo 10.

(40) Véase el artículo 3 del Reglamento 949/2006.



Reconocemos, con todo, que el Tribunal se encontraba en una posición difícil, dado
que la vulneración del SA por la Comisión es puesta de manifiesto por el OSD de la
OMC, a quien en realidad le ocupaba decidir si la Unión había incumplido sus compro-
misos en materia de concesiones arancelarias y es justamente para despejar este inte-
rrogante que debe previamente establecer si los criterios de clasificación arancelaria
aplicados en el Derecho de la Unión son o no conformes con el SA. Esta particular cir-
cunstancia complica el análisis, dado el riesgo de que se creara un peligroso anteceden-
te de reconocimiento de eficacia directa a una decisión del OSD, por más que se hiciera
expresa la restricción de que ello sólo ocurría por tratarse de una cuestión atinente a la
clasificación arancelaria. En definitiva, el Tribunal se nos antoja que ha quedado atra-
pado en un difícil equilibrio y, o bien se apartaba de su doctrina acerca de la eficacia de
las normas de la OMC, o bien debía mantener la legalidad de un Reglamento comunita-
rio a pesar de haber sido declarado contrario al SA, contrariando con ello su doctrina so-
bre la eficacia de las normas que establecen el SA. En esta tesitura se ha preferido la op-
ción menos arriesgada, que resulta en una limitación de la eficacia de las normas inter-
nacionales.

Volviendo a nuestro análisis de la sentencia X, una vez descartada la invalidez de los
Reglamentos comunitarios que contravienen el criterio de la decisión del OSD, se cues-
tiona subsidiariamente si la norma comunitaria debe al menos interpretarse a la luz de
la decisión del OSD. A este respecto, el TJUE observa que la primacía de los acuerdos
internacionales concluidos por la UE sobre el derecho derivado exige interpretar este úl-
timo, en la medida de lo posible, de conformidad con tales acuerdos. No obstante, consi-
dera que los demandantes han realizado una interpretación errónea de la decisión del
OSD. Al OSD se le planteó la cuestión de si los trozos de pollo deshuesados congelados
que han sido impregnados de sal, con un contenido de sal comprendido entre el 1,2 y el
3 por 100, están o no cubiertos por el compromiso arancelario correspondiente a la par-
tida 02.10 de la lista de concesiones arancelarias de las Comunidades Europeas y de la
relevancia, para este fin, del criterio basado en la conservación de la carne. Ciertamen-
te, el OSD considera que, para calificarse como «salado», el carácter del producto debe
haber quedado modificado por la adición de sal. Pero no declara que esta condición deba
ser considerada como suficiente y que impida toda condición adicional, en particular
exigir un contenido en sal mínimo.

Si, en el marco de la interpretación de esta posición arancelaria, el Grupo Especial y
el Órgano de Apelación se han referido al SA y, en particular, a sus Notas Explicativas,
ha sido a fin de determinar si, en el seno del SA, el término «salado» exige que éste deba
por sí mismo asegurar la conservación de la carne. Las Notas Explicativas del SA no
contienen indicaciones sobre el porcentaje de sal que pueda eventualmente ser perti-
nente a fin de que una carne pueda ser considerada como salada en el sentido de la po-
sición 0210. La conjunción de estos elementos excluye que pueda servirse de la decisión
del OSD a la hora de interpretar el R. 1810/2004.

Se planteaban otras cuestiones prejudiciales, pero sólo eran relevantes en caso de
respuesta positiva a la primera, por lo que decaen. No obstante el TJUE decide añadir
al respecto algunos elementos que considera relevantes. En este sentido, apunta que la
posición 0207 ni incluye ni excluye su aplicación a las carnes con adición de sal. La posi-
ción 0210 se refiere a la carne salada, y la Nota complementaria, en su versión dada por
el R. 1810/2004, precisa que para ser consideradas saladas las carnes deben presentar
un contenido mínimo de sal del 1,2 por 100. Resulta de la jurisprudencia que tal exigen-
cia de un contenido global mínimo de sal no constituye una restricción indebida al al-
cance de la posición 0210. Por ello, en el momento de producirse los hechos, la carne con
contenido en sal inferior al 1,2 por 100 debía clasificarse en la posición 0207 14 10. Na-
da en la norma indicaba en aquel momento que el factor relevante fuese un cambio en el
carácter de la carne. Por otro lado, como apunta el gobierno holandés, tal criterio de cla-

ESTUDIOS Y NOTAS / CRÓNICA TRIBUTARIA 145-2012

– 120 –



sificación no permitiría garantizar la seguridad jurídica ni asegurar la facilidad de los
controles. Este criterio podría dar lugar a interpretaciones divergentes y comprometer
así la aplicación uniforme de la NC. Por ello el Tribunal se reafirma en la corrección de
la clasificación decidida por las autoridades.

E) Sentencia Marishipping
La Sentencia Marishipping (41) plantea diversas cuestiones de interés, como el trato

a dispensar a las mezclas, la relación entre la clasificación arancelaria y el goce de exen-
ciones, o la necesidad de certidumbre y de simplicidad en la gestión aduanera. Se trata
en ella de la importación de una mezcla química que contiene una base de chitosán del
96 por 100, junto con un 3 por 100 de ácido ascórbico y un 1 por 100 de ácido tartárico.
Estos dos ingredientes tienen por función actuar como conservantes del chitosán. El chi-
tosán goza de exención en el AAC. Ahora bien, queda por dilucidar si una mezcla que
contiene chitosán puede asimismo quedar exenta.

A este respecto, el TJUE comienza por reconocer que las normas del AAC no exigen
que el componente chitosán se encuentre en estado puro para que la exención sea apli-
cable. Ahora bien, aprecia que, dado que las exenciones son excepciones a la regla gene-
ral del pago de derechos, deben interpretarse de forma estricta. En este caso, los otros
elementos no son impurezas que resulten en el proceso de producción, sino que son in-
gredientes deliberadamente añadidos. Por otro lado, las clasificaciones internacionales
de sustancias farmacéuticas contemplan como ingredientes distintos a cada uno de los
tres utilizados en la mezcla. Además, deben tenerse en cuenta las exigencias de la segu-
ridad jurídica y las dificultades a que abocaría a la Administración determinar en cada
caso cuándo una mezcla debe seguir el régimen de su componente base y cuando, por el
contrario, el del producto híbrido, lo que por otro lado complicaría la tarea de análisis y
exigiría un mayor grado de precisión en el mismo. Finalmente, denegar la exención es
asimismo una interpretación que favorece la aplicación uniforme del Derecho comunita-
rio, al evitar criterios dispares. Por ello decide que la mezcla controvertida, que resulta
de añadir ingredientes sobre una base, no debe gozar de exención, y que la exención só-
lo puede aplicarse cuando se introduce el producto puro.

La Sentencia nos parece que muestra que la aplicabilidad de exenciones puede moda-
lizar la clasificación aduanera al erigirse en criterio interpretativo (restrictivo), en este
caso denegando a la mezcla el trato dispensado al producto puro aun cuando el arancel
no exija su pureza; la necesidad de simplicidad en la gestión aduanera y de certidumbre
en la aplicación de la norma aconsejan evitar adoptar criterios que permitan la presen-
cia de elementos que puedan existir en grados variables (una vez se admite la mezcla,
¿qué porcentaje de impureza sería admisible? ¿y no exigiría ello análisis químicos en ca-
da importación?). Por ello debe reconocerse que el rechazo a la extensión de la exención
a las mezclas favorece claramente la seguridad jurídica.

F) Sentencia Delphi Deutschland
En la Sentencia Delphi Deutschland (42) se plantea, además de una cuestión técnica

de clasificación, una cuestión jurídica relativa a la naturaleza jurídica y eficacia en el
tiempo de una Nota Explicativa de la clasificación arancelaria. El tribunal nacional re-
mitente pregunta acerca de la correcta clasificación arancelaria de determinados conec-
tores eléctricos.
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El TJUE comienza por observar que no le corresponde realizar por sí mismo la clasi-
ficación arancelaria, sino únicamente proporcionar al órgano jurisdiccional nacional los
criterios para realizar tal clasificación. A este respecto, el TJUE aprecia que deben to-
marse en consideración las Notas Explicativas que fueron introducidas para la subpar-
tida 8536 69 por el Reglamento 1214/2007, aunque el mismo entró en vigor con poste-
rioridad a las importaciones examinadas, al ser el tenor de dichas subpartidas idéntico
en las versiones de la norma anteriores a este Reglamento. Conforme a estas Notas Ex-
plicativas, la subpartida 8536 69 comprende «las clavijas y tomas de corriente como dis-
positivos eléctricos que permiten conexiones eléctricas múltiples, entre aparatos, cables,
conectores de tarjetas, etc., simplemente insertando la clavija (contacto macho) en la to-
ma de corriente (contacto hembra), sin requerir operaciones de montaje» (43). Y dado
que las mercancías examinadas permiten tales operaciones descritas (operaciones de co-
nexión eléctrica de un modo muy concreto, a saber, simplemente insertando la clavija
–contacto macho– en la toma de corriente –contacto hembra–, sin requerir operaciones
de montaje), debe considerarse que están comprendidas en esta subpartida, sin que de-
ba concederse relevancia a la circunstancia de que «no garanticen el aislamiento de la lí-
nea en el punto de conexión o de que sólo sean una parte de los conectores macho y hem-
bra fabricados posteriormente. En efecto, dado que dicha subpartida no contiene refe-
rencia alguna a tales circunstancias, debe deducirse que carecen de toda incidencia en
la clasificación arancelaria de dichas mercancías» (44).

Podemos constatar, pues, que esta STJUE reconoce efecto retroactivo a una Nota Ex-
plicativa introducida por un Reglamento que es posterior a las importaciones a las que
se refiere el asunto. Con ello, el Tribunal le aplica el régimen que es típico de una norma
meramente interpretativa, que no introduce un mandato nuevo.

G) Sentencia Unomedical
La Sentencia Unomedical (45) se enfrenta a una cuestión de gran relevancia para la

clasificación arancelaria, cual es la de precisar el concepto de «partes» y «accesorios». Ha
de tenerse en cuenta que, en función de que quepa calificar una mercancía como «parte»
o «accesorio» de otra principal, su clasificación arancelaria va a resultar distinta puesto
que se clasificará en la partida de la principal, frente a la clasificación que pudiera re-
sultar si se analizara de forma independiente.

Unomedical importó (entre 2001 y 2003), bolsas de drenaje urinario para catéteres y
bolsas de drenaje para dializadores, que clasificó en las subpartidas 9018 39 00 y 9018
90 30, respectivamente, como «partes» o «accesorios» de un catéter o un dializador. Las
autoridades, en cambio, consideraron que la clasificación correcta era la 3926 90 99, co-
mo «plástico y sus manufacturas». El órgano jurisdiccional remitente pregunta cuál es
la correcta clasificación para estas mercancías.

En principio, atendidas las características físicas –recordemos que el criterio de clasi-
ficación decisivo se basa en las características y propiedades objetivas de las mercancí-
as–, habría que clasificarlas en el Capítulo 39; ahora bien, la nota 2.r) de este Capítulo
señala que no comprende los artículos del Capítulo 90. Las mercancías de que se trata
sólo pueden clasificarse en el Capítulo 90 si pueden considerarse «partes» o «accesorios»
de un catéter o un dializador, respectivamente. El Reglamento 2658/87, del Arancel, no
define los conceptos de «partes» y «accesorios» a los efectos del Capítulo 90. Ahora bien,
el TJUE definió estos conceptos respecto a la partida 8473 (STJUE Turbon Internatio-
nal, asunto C-276/00), e «indicó que el concepto de «partes» implica la presencia de un
conjunto para cuyo funcionamiento éstas son indispensables y que el concepto de «acce-
sorio» supone que se está ante órganos de equipamiento intercambiables que permiten

ESTUDIOS Y NOTAS / CRÓNICA TRIBUTARIA 145-2012

– 122 –

(43) STJUE de 18.05.2011, asunto C-423/10, Delphi Deutschland, párrafo 27.
(44) STJUE de 18.05.2011, asunto C-423/10, Delphi Deutschland, párrafo 29, que cita varias

Sentencias en apoyo de esta conclusión.
(45) STJUE de 16.06.2011, asunto C-152/10, Unomedical.



adaptar un aparato a un trabajo determinado, le confieren posibilidades suplementa-
rias o, incluso, le permiten garantizar un servicio determinado en relación con su fun-
ción principal». El TJUE aprecia que nada impide interpretar estos términos con idénti-
co contenido respecto del Capítulo 90, como por otra parte ya hizo respecto al Capítulo
85 en la STJUE RUMA (asunto C-183/06).

Dado que las notas que preceden a los capítulos del Arancel Aduanero Común, al
igual que las notas explicativas del SA, se consideran elementos válidos para su inter-
pretación, el Tribunal fija su atención en la nota 2.a) del Capítulo 90, que se refiere a los
capítulos 84, 85, 90 y 91 NC, y que concierne a los conceptos de «partes» y «accesorios»,
permitiendo de este modo deducir de ello que dichos conceptos tienen la misma acepción
en esos capítulos.

Aplicando este concepto a las mercancías examinadas, el TJUE aprecia que no esta-
mos ante «partes» o «accesorios», dado que no son indispensables para el funcionamien-
to de la máquina, sino que simplemente sirven para recoger los fluidos eliminados; el
proceso podría realizarse sin este elemento. El Tribunal llega a esta apreciación a pesar
que las máquinas en cuestión incorporaban un mecanismo de seguridad que les impedía
funcionar sin las bolsas. Tales bolsas, por otro lado, tampoco permiten adaptar los refe-
ridos instrumentos y aparatos a un trabajo determinado, ni le confieren posibilidades
suplementarias o le permiten garantizar un servicio determinado en relación con su
función principal. En consecuencia, no pueden clasificarse en el Capítulo 90 sino en la
subpartida 3926 90 99, como manufacturas de plástico. Señala que en este sentido se
han pronunciado también los dictámenes de clasificación del Comité del Código Adua-
nero y del Comité del SA. Si bien «los dictámenes de estos dos comités carecen de fuerza
vinculante, constituyen medios importantes para garantizar una aplicación uniforme
del Código aduanero» y son «elementos válidos para la interpretación de dicho Código»
(46). Por tener los aludidos dictámenes carácter interpretativo, pueden «utilizarse váli-
damente en las relaciones jurídicas nacidas y constituidas antes de la emisión de dichos
dictámenes» (47). Reaparece aquí, en este caso respecto de los Dictámenes del Comité
del Código Aduanero y del Comité del SA, la apreciación acerca de su eficacia en el tiem-
po, que es la propia de los criterios interpretativos y no la de las normas, pues si para las
últimas la retroactividad debe limitarse a fin de no afectar a la seguridad jurídica, para
los primeros ninguna dificultad existe en reconocerles eficacia retroactiva desde la en-
trada en vigor de la norma que interpretan.

Creemos interesante insistir en que con esta Sentencia se consolida un concepto
emergente de los términos «partes» y «accesorios» que parece adquirir generalidad –de
momento parece que para los Capítulos 84, 85, 90 y 91 NC–, y al que los operadores de-
berán prestar su atención en el futuro. Observemos cómo la circunstancia de que la má-
quina no pudiese, de hecho, funcionar sin las bolsas no convierte a estas en «indispensa-
bles», ya que ello sólo ocurría porque la máquina incorporaba un mecanismo de seguri-
dad con este fin. Esta apreciación introduce un elemento de complejidad adicional, pues-
to que pensamos que exige realizar un análisis que trasciende del producto tal y como
éste es de hecho. Se trata de examinar si, haciendo abstracción de su diseño efectivo –en
este caso, de la existencia de un mecanismo de seguridad–, el producto podría realizar
su función primordial sin necesidad del elemento de que se trata.

H) Sentencia Paderborner
La Sentencia Paderboner, aunque no tiene por objeto la aplicación de tributos adua-

neros sino de un Impuesto Especial sobre bebidas alcohólicas, debe resolver la clasifica-
ción arancelaria que corresponde a una base de cerveza de malta que se destina a la ela-
boración de una bebida mixta. La razón estriba en que la norma que regula el Impuesto

SANTIAGO IBÁÑEZ MARSILLA /  «Análisis crítico de cuestiones actuales del Derecho aduanero a la luz de la jurisprudencia...»

– 123 –

(46) STJUE de 16.06.2011, asunto C-152/10, Unomedical, párrafo 41.
(47) STJUE de 16.06.2011, asunto C-152/10, Unomedical, párrafo 42.



Especial de que se trata remite a la clasificación arancelaria para determinar el tipo de
gravamen aplicable.

Para la elaboración de una bebida mixta llamada «Salitos Ice», Paderboner adquiere un
líquido denominado «maltbeer base», que se obtiene a partir de cerveza con un grado alco-
hólico del 14 por 100, sometida a un proceso de aclarado y posterior filtrado que reduce la
concentración de sustancias amargas y proteínas. El referido líquido tiene un grado alco-
hólico del 14 por 100, es incoloro, claro, con olor a alcohol y sabor ligeramente amargo.

Las autoridades estiman que se debe clasificar en la partida 2208 («Alcohol etílico sin
desnaturalizar con un grado alcohólico volumétrico inferior al 80 por 100 vol.; aguar-
dientes, licores y demás bebidas espirituosas; preparaciones alcohólicas compuestas del
tipo de las utilizadas para la elaboración de bebidas); Paderboner considera que la par-
tida correcta es la 2203 («cerveza de malta»), puesto que, alega, no ha habido proceso de
destilación y, por otra parte, para que se pueda hablar de alcohol etílico el producto de-
be carecer de todo principio aromático.

Tras recordar la eficacia interpretativa de las Notas Explicativas del SA, observa el
TJUE que, de las relativas a la partida 2203 se desprende «que la cerveza debe ser con-
siderada una bebida alcohólica. La clasificación de un producto como «bebida» en el sen-
tido de la NC depende de su carácter líquido y de su destino al consumo humano» (48).
El «maltbeer base», en cambio, es un producto intermedio no destinado al consumo
(aunque es apto para el consumo humano), por lo que no debe ser considerado bebida al-
cohólica. La Nota Explicativa del SA relativa a la partida 2208 no excluye a los produc-
tos intermedios de esta partida; las Notas Explicativas de la NC de la partida 2208 ex-
cluyen a las bebidas alcohólicas obtenidas por fermentación, pero ya se ha establecido
que no estamos ante una bebida alcohólica, sino ante un producto intermedio. Aunque
se obtiene a partir de cerveza, el «maltbeer base» no es cerveza por el proceso de aclara-
do, perdiendo las propiedades y características objetivas de ésta, que pasan a ser análo-
gas a las del alcohol etílico de la partida 2208.

El TJUE aprecia una divergencia lingüística entre la versión francesa e inglesa de las
Notas Explicativas del SA, pero considera que ninguna de ellas exige inexistencia total
de sabor o aroma para poder clasificar como alcohol etílico; según estas notas, los aguar-
dientes, licores y otras bebidas espirituosas tienen principios aromáticos o propiedades
gustativas típicas, cualidad que permite diferenciarlos del alcohol etílico y entre sí. Con
ello no se niega que un alcohol etílico no pueda tener aroma y sabor, sino que ello no es
relevante para su clasificación en tanto no sea uno de los identificados como «típicos».
Por ello el TJUE decide que la clasificación correcta es la de la partida 2208.

Así pues el criterio decisivo en este caso es la consideración de la mercancía de que se
trata (a saber, el «maltbeer base») como producto intermedio, calificación que se erige en
incompatible con la de «bebida alcohólica». Y, de otra parte, merece destacarse la apre-
ciación conforme a la cual una mercancía puede ser calificada como «alcohol etílico» a
pesar de ser aromática, siempre que ese aroma no sea de aquellos que, por su tipicidad,
tengan una clasificación propia.

I) Sentencia Deli Ostrich
Con la Sentencia Deli Ostrich (49) nos enfrentamos a un claro exponente de la sutile-

za técnica de la clasificación arancelaria. Se trata en este caso de determinar la correc-
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ta clasificación de carne de camello congelada procedente de camellos criados en cauti-
vidad que son abatidos (cazados) y procesados como carne. Deli Ostrich sostiene que la
subpartida procedente es la 0208 90 40 (que comprende «la demás carne de caza»),
mientras que el Gobierno belga sostiene que debe ser la 0208 90 95 (categoría residual
de productos cárnicos, «los demás»). En este sentido, el Gobierno belga interpreta que
sólo los animales que son habituales de caza se clasifican en la subpartida 0208 90 40.

El Tribunal observa que no hay menciones explícitas a la carne de camello en las par-
tidas ni subpartidas de la NC, ni en las notas de sección o de capítulo, ni en las notas ex-
plicativas de la subpartida 0208 90 40. En esta última Nota se precisa que «la carne y
despojos comestibles de los animales que habitualmente se cazan […] se clasifican como
carne y despojos comestibles de caza, aunque estos animales se hayan criado en cautivi-
dad». Sin embargo –aprecia el Tribunal–, de esta precisión no se deduce que sólo la car-
ne y despojos de los animales que habitualmente se cazan pueden clasificarse en esa
subpartida (párrafo 26). El Tribunal recuerda que en su Sentencia Witt (asunto 149/73,
de 12.12.1973) señaló que «el término «caza», en su sentido habitual, se refiere a las ca-
tegorías de animales que viven en estado salvaje y que se cazan» (50). Lo relevante, por
tanto, para decantarse por una u otra subpartida consiste en que se trate de animales
salvajes que son «cazados», por contraposición a los animales de crianza (de granja). Por
ello concluye que la clasificación correcta es la de la subpartida 0208 90 40 («la demás
carne de caza»), dado que los camellos fueron abatidos y no son animales de crianza.

J) Sentencia Pacific World
La Sentencia Pacific World (51) ofrece una interesante discusión acerca de las dificul-

tades que comporta para la clasificación arancelaria el hecho de que la misma se articu-
le en torno a dos ejes de ordenación, la composición de la mercancía por un lado y la fun-
ción de la mercancía por otro, que arrojan resultados divergentes. Pacific World impor-
ta sets de uñas postizas, compuestos por uñas postizas de plástico, adhesivo y otros ac-
cesorios. Respecto de estas mercancías había obtenido una Información Arancelaria
Vinculante (IAV) que las clasificaba en la posición 3304 30 00 («preparaciones para ma-
nicuras o pedicuras»). El 04.12.2007 se publicó en el DO UE el Reglamento 1417/2007
que ordena que estas mercancías se clasifiquen en la posición 3926 90 97 («las demás
manufacturas de plástico»), con lo que la IAV deja de ser válida. Pacific alega que el Re-
glamento carece de validez en este punto. El órgano jurisdiccional nacional plantea
cuestión prejudicial al TJUE sobre la validez del Reglamento.

Al proceder a su análisis, el TJUE constata que en la NC no hay mención expresa a
los sets de uñas postizas, por lo que debe acudirse a los criterios generales de clasifica-
ción arancelaria. Se trata de mercancías que podrían clasificarse en 2 o más partidas,
por lo que procede aplicar la regla 3.b) de las reglas generales de la NC, en virtud de la
cual los sets o conjuntos no incluidos expresamente en una partida, se clasificarán en
función del artículo que les confiera el carácter esencial, si fuera posible determinarlo;
para determinar cuál es el artículo que confiere el carácter esencial, se atiende a la na-
turaleza de la materia constitutiva o de los artículos que la componen, el volumen, el pe-
so, el valor o la importancia. En el presente asunto parece claro que el elemento esencial
de los sets son las uñas postizas, siendo los restantes elementos accesorios respeto a
ellas. Procede pues determinar la clasificación de las uñas postizas.

Atendidas las características y propiedades objetivas de las uñas de plástico, el TJUE
considera justificada la clasificación en la posición 3926 90 97 («las demás manufacturas
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(50) STJUE de 27.10.2011, asunto C-559/10, Deli Ostrich (párrafo 27).
(51) STJUE de 28.07.2011, asunto C-215/10, Pacific World.



de plástico»). Por otro lado, como señala la Comisión, las uñas postizas no se consideran
preparaciones para manicuras porque están destinadas a pegarse sobre las uñas natu-
rales, no a tratarlas. Entre los ejemplos que ofrece la Nota Explicativa del SA figuran
«los polvos y barnices de uñas, los disolventes para barnices de uñas, las preparaciones
para quitar la cutícula y demás preparaciones para manicuras y pedicuros». 

A continuación, el TJUE realiza una interesante consideración de carácter general:
– «aunque es cierto que en determinados casos el Arancel Aduanero Común contiene

referencias a los procedimientos de fabricación o al destino de las mercancías, en
general recurre preferentemente, en aras de la seguridad jurídica y la facilidad de
los controles, a criterios de clasificación basados en las características y las propie-
dades objetivas de los productos, que se pueden comprobar en el momento de efec-
tuar el despacho aduanero» (52).

– «De ello resulta que los procedimientos de fabricación de un producto sólo son de-
terminantes cuando la partida arancelaria lo prescribe explícitamente» (53).

En el presente asunto, ausente cualquier referencia a la relevancia del proceso de fa-
bricación, debe rechazarse este elemento como criterio de clasificación. Señala el TJUE
que no puede aceptarse que las uñas postizas sean una solución que remplaza el barniz
de uñas (son objetos sólidos, permiten modificar la forma y tamaño aparente de la uña;
no son un tratamiento de la uña, sino algo que se pega a ella). Por ello debe concluirse
que la clasificación correcta es la de la posición 3926 90 97. Se rechaza asimismo que
quepa clasificar, como Pacific alega subsidiariamente, en la posición 8214 20 20, porque
el capítulo 82 comprende «metales comunes y manufacturas de estos metales», siendo
que las uñas son de plástico. Adicionalmente observa que cuando la partida 8214 se re-
fiere a herramientas que pueden estar incluidas en juegos de manicura o pedicura se re-
fiere a las limas de uñas, cortaúñas o raspa uñas. Por ello rechaza clasificar en esta par-
tida los sets controvertidos.

K) Sentencia Evroetil
La Sentencia Evroetil (54) incide nuevamente en esta idea acerca de la limitada rele-

vancia que cabe atribuir al proceso de fabricación de la mercancía o a su función, frente
al criterio decisivo de alcance general relativo a aquellas propiedades objetivas de la
mercancía que se incorporan en el texto de las partidas de la NC y en las notas de las
secciones o capítulos. Y, por otra parte, pone de relieve la ultractividad de la clasifica-
ción arancelaria, que es relevante en la aplicación de tributos externos al ámbito adua-
nero. Se trata de un asunto de Impuestos Especiales, pero para su aplicación es un pre-
supuesto la clasificación en la NC del producto (Directivas 92/83 y 2003/96). En concre-
to, la mercancía examinada tiene un grado alcohólico volumétrico igual o superior al
98,5 por 100, contiene ésteres (acetato etílico, alcoholes superiores, aldehídos y alcohol
metílico) y no ha sido desnaturalizada. Se determinó que no era adecuada para el con-
sumo humano, pues era cancerígena, y que podía ser utilizada como biocarburante.
Cumplía los requisitos del proyecto de norma europea «pr EN 15376» relativa al bioeta-
nol utilizado como carburante y se producía de conformidad con una tecnología distinta
a la utilizada para producir alcohol etílico.

El TJUE recuerda que «el código 2207 de la NC se refiere, en particular, al alcohol
etílico sin desnaturalizar con un grado alcohólico volumétrico superior o igual a 80 por
100 vol y al alcohol etílico desnaturalizado de cualquier graduación» (55), por lo que el
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(52) STJUE de 28.07.2011, asunto C-215/10, Pacific World (párrafo 40).
(53) STJUE de 28.07.2011, asunto C-215/10, Pacific World (párrafo 41).
(54) STJUE de 21.12.2011, asunto C-503/10, Evroetil.
(55) STJUE de 21.12.2011, asunto C-503/10, Evroetil (párrafo 54).



producto sobre el que se discute debe incluirse en esta partida, careciendo de pertinen-
cia a este respecto el hecho de que el término «bioetanol» no aparezca en el tenor de es-
ta partida de la NC, pues aunque presente ciertas particularidades (su modo de produc-
ción) no deja de ser, a la vista de sus características y de sus propiedades objetivas, un
alcohol etílico con un grado alcohólico volumétrico superior a 80 por 100 vol. Y añade el
Tribunal que «para su clasificación en la partida 2207 de la NC carece igualmente de
pertinencia que tal producto no sea adecuado para el consumo humano» (56).

L) Sentencia Stolle
La Sentencia Stolle (57) nos ofrece un nuevo ejemplo de la ultractividad de la clasifi-

cación arancelaria, en este caso respecto de la política agrícola comunitaria, si bien en
relación con un instrumento, como las restituciones a la exportación, de carácter adua-
nero. Como hemos de ver, la utilización de un instrumento aduanero para alcanzar fines
de la política agrícola nos va a permitir introducir interesantes reflexiones al hilo del
examen de la Sentencia. Se cuestiona en estos asuntos acumulados –cuatro en total– la
correcta clasificación de diversas presentaciones de carne de pollo. En el asunto C-
323/10 se pregunta si cabe incluir en la subpartida 0207 12 90 (relativa a gallos o galli-
nas sin trocear, congelados, desplumados, eviscerados, sin la cabeza ni las patas y sin el
cuello, el corazón, el hígado ni la molleja, llamados «pollos 65%») una canal de ave de co-
rral que no está completamente eviscerada (porque, p.e. siga adherida a la canal una
parte de las tripas o de la tráquea). El TJUE observa que el término «eviscerado» no
aparece definido en el Reglamento 3846/87.

Se observa que «la nota explicativa de la NC relativa a la subpartida 0207 11 90, que,
según los términos de la nota relativa a la subpartida 0207 12 90, se aplica mutatis mu-
tandis a esta última, indica que esta subpartida «comprende principalmente los pollos
para asar que son pollos desplumados, sin la cabeza ni las patas y completamente evis-
cerados» (58). El término utilizado, «principalmente», no puede entenderse que constitu-
ya una referencia implícita a mercancías cuyas características son contrarias a las de
las mercancías explícitamente mencionadas en dicha nota.

Se alega la relevancia de la regla general 3, letra a), de la primera parte, título I, par-
te A, para la interpretación de la NC, conforme a la cual cualquier referencia a un artí-
culo en una partida determinada alcanza al artículo incluso incompleto o sin terminar,
siempre que éste presente las características esenciales del artículo completo o termina-
do. El TJUE observa que el comentario de la OMA respecto a esta regla precisa que nor-
malmente no se aplica a los productos de los capítulos 1 a 38, y que el propio TJUE ha se-
ñalado que el objeto de esta regla es permitir la asimilación de dos productos que resul-
tan extremadamente cercanos el uno del otro, hasta el punto de ser sustancialmente
idénticos desde el punto de vista del usuario, prescindiendo de las diferencias basadas
únicamente en la presentación de las mercancías (asunto C-290/97, Bruner). Ahora bien,
una canal de ave cuyos despojos son retirados en su totalidad de manera que está com-
pletamente eviscerada no es sustancialmente idéntica, desde el punto de vista del usua-
rio, a una canal en la que aún permanecen residuos de despojos tras el proceso de evisce-
ración. La nota explicativa relativa a la subpartida 0207 12 90 se refiere principalmente
a los pollos para asar, que se caracterizan por el hecho de que están eviscerados de ma-
nera que ya no necesitan ningún proceso de evisceración por parte del usuario para estar
listos para asar. Y, de otra parte, el texto de la nota especifica expresamente que todos
los despojos deben ser retirados para que una canal pueda clasificarse en la subpartida
0207 12 90. Por tanto, las mercancías examinadas no pueden clasificarse en esta partida.
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(56) STJUE de 21.12.2011, asunto C-503/10, Evroetil (párrafo 57).
(57) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle.
(58) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 46).



En el asunto 324/10 se pregunta acerca de si la subpartida 0207 12 90 9990 (gallos y ga-
llinas desplumados, eviscerados, sin cabeza ni patas, pero con el cuello, el corazón, el hí-
gado y la molleja en composición irregular), sólo permite un máximo total de cuatro vísce-
ras o no. Frente a una apreciación de las autoridades alemanas basada en las conclusio-
nes de la «662 reunión del Comité de gestión de los huevos y de la carne de corral», el
TJUE realiza una apreciación de alcance general al señalar que «es jurisprudencia reite-
rada que ni las tomas de posición individuales ni las declaraciones comunes de los Estados
miembros pueden ser tenidas en cuenta para la interpretación de un acto comunitario
cuando, como en el caso de autos, su contenido no se plasma de algún modo en el texto del
acto de que se trate, sin tener, por consiguiente, ningún alcance jurídico» (59).

El TJUE observa que «ni el Reglamento nº 3846/87, ni los términos del código de pro-
ducto 0207 12 90 9990, ni las correspondientes notas explicativas contienen una defini-
ción del concepto de “composición irregular”» (60). A partir de aquí el TJUE aprecia que
«Ante la inexistencia de una definición del concepto de «composición irregular» en el Re-
glamento n.º 3846/87, es preciso tener en cuenta, para la interpretación de dicho con-
cepto, la lógica general y los objetivos del sistema de restituciones a la exportación en el
que se inscribe» (61), es decir, se separa de la NC para decidir en términos del sistema
de restituciones a la exportación. En ese sentido, indica que el importe de estas restitu-
ciones se determina en función del peso total de las canales exportadas, por lo que, para
impedir abusos, debe conducir a la conclusión de que «composición irregular» debe sig-
nificar que cabe que aparezca un órgano por duplicado, pero el total de órganos no pue-
de superar la cifra de cuatro.

Se pregunta asimismo si en la subpartida 0207 12 10 (gallos y gallinas sin trocear,
congelados, desplumados, eviscerados, sin la cabeza ni las patas, pero con el cuello, el
corazón, el hígado y la molleja, llamados «pollos 70%») puede clasificarse una canal de
ave de corral en la que se hallan presentes varias unidades de uno de los despojos men-
cionados. El TJUE decide que sólo un ejemplar de cada órgano puede estar presente en
la canal para que pueda clasificarse en esta subpartida.

En el asunto C-325/10 se pregunta si cabe clasificar en la subpartida 0207 12 10 (los
llamados «pollos 70%») una canal de ave a la que siguen adheridos, después de que se
haya llevado a cabo el procedimiento mecánico de desplume, algunos pequeños cañones,
plumas, bases de plumas y filoplumas. El TJUE acude de nuevo a la nota explicativa a
la subpartida 0207 11 30, que se aplica mutatis mutandi, y que señala que «comprende
principalmente los pollos para asar que son pollos desplumados […]». Y, a partir de esta
consideración, observa que la normativa de comercialización de pollos en la UE no impi-
de que estos conserven algunas pequeñas plumas, cañones de plumas y vello, por lo que
sería ilógico denegar la restitución a la exportación en estas condiciones. Si bien «proce-
de señalar que la exigencia de la calidad sana, cabal y comercial de un producto, esta-
blecida en el artículo 21, apartado 1, del Reglamento n.º 800/1999, y la clasificación de
un producto en una partida arancelaria de la nomenclatura de las restituciones a la ex-
portación prevista por el Reglamento n.º 3846/87 constituyen por lo general dos requisi-
tos esenciales distintos exigidos para la concesión de restituciones a la exportación»
(62), en el presente caso, a juicio del TJUE, ambos requisitos tienden a converger. Por
ello decide que la subpartida 0207 12 10 comprende a los pollos con estos restos del des-
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(59) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 66, que cita STJUE asun-
to 143/83 y asunto C-292/89).

(60) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 63).
(61) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 67).
(62) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 85).



plume «siempre y cuando tales restos de plumas sean compatibles con la característica
de pollo listo para asar y con una calidad sana, cabal y comercial» (63).

En el asunto C-326/10 se pregunta si en la subpartida 0207 12 90 9990 puede clasifi-
carse una canal de pollo en la que un despojo no autorizado (en este caso la tráquea) per-
manece adherida. El TJUE decide que sólo los despojos expresamente mencionados pue-
den estar presentes en la canal para clasificarla en esta posición arancelaria, por lo que
responde en sentido negativo.

Se pregunta asimismo si debe admitirse un margen de tolerancia de error cuando las
autoridades basan su decisión en el análisis de una muestra reducida de las mercancías
afectadas. El TJUE, basándose en el artículo 70.1, párrafo 1.º del CAC (conforme al cual,
cuando el examen sólo se refiera a una parte de las mercancías objeto de una misma de-
claración, los resultados del examen se extenderán a todas las mercancías de esta de-
claración), decide que las autoridades pueden extrapolar el resultado de su análisis,
puesto que además la normativa de restituciones no exige una proporción específica de
la muestra y, por otro lado, no considera que la limitada extensión de la muestra con-
culque el principio de proporcionalidad, recordando finalmente que el párrafo 2.º del ar-
tículo 70.1 CAC permite al declarante solicitar un examen adicional de las mercancías
cuando considere que los resultados del examen parcial de las mercancías declaradas no
son válidos para el resto de estas mercancías. Por ello decide que es correcto extender a
la totalidad de las mercancías declaradas los resultados del examen parcial realizado
sobre ellas. 

Interesa señalar que el TJUE sostiene que las disposiciones del CAC son aplicables
en materia de restituciones a la exportación dado que se trata de disposiciones aduane-
ras generales (64). Nos parece interesante poner esta apreciación en relación con la opi-
nión sostenida por el Tribunal en su Sentencia Handlbaurer (65), en la que estimó que
debe aplicarse a las restituciones a la exportación el plazo de prescripción de 4 años que
se regula en el Reglamento (CE, Euratom) 2988/1995, excluyendo de este modo la apli-
cabilidad del plazo de caducidad de tres años que se establece en el artículo 221.3 CAC.
Recordemos que esta Sentencia dio alas a la Administración española, que vio en ella
una suerte de carta blanca para aplicar en materia aduanera, cuando así le conviniese,
el plazo de prescripción más dilatado del citado Reglamento (CE, Euratom) 2988/1995,
posición que contó con el beneplácito de la Audiencia Nacional (66).

Si el Tribunal afirma ahora que las disposiciones del CAC, en su condición de norma
aduanera de carácter general, son aplicables a las restituciones a la exportación –criterio
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(63) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 87).
(64) STJUE de 24.11.2011, asunto C-323/10 a 326/10, Stolle (párrafo 101).
(65) STJUE de 24.06.2004, asunto C-278/02, Handlbaurer.
(66) Nos ocupamos extensamente de esta cuestión en IBÁÑEZ MARSILLA, S.: «El plazo para liqui-

dar en materia aduanera (y otras peculiaridades aduaneras)», Tribuna Fiscal, n.º 212, junio 2008,
págs. 30-41. Como elemento posterior a aquél trabajo, simplemente queremos dejar constancia de
la vergonzosa actitud de la Administración española en este asunto, pues continuó intentando ha-
cer valer este criterio acerca de la aplicabilidad del plazo de prescripción de 4 años en materia
aduanera aún después de que las máximas autoridades de la Comisión les evacuaran una consul-
ta advirtiendo de lo erróneo de este criterio. El documento se ocultó a los ciudadanos, que pudimos
no obstante enterarnos porque las autoridades portuguesas, quizá al constatar la proliferación de
asuntos por parte de la Administración española, formularon una cuestión similar y, para ver-
güenza nuestra, ellos tuvieron la gallardía de publicar la respuesta de la Comisión. Episodios co-
mo éste en nada favorecen a la autoridad de la Administración, por lo que sería deseable que no se
repitan en el futuro. Quede aquí la queja para que conste a quien corresponda.



que compartimos–, no se comprende bien que en aquél asunto decidiera la aplicabilidad a
estas mismas restituciones del plazo de prescripción de 4 años del Reglamento (CE, Eura-
tom) 2988/1995, puesto que aquél Reglamento dispone que el plazo que en él se regula no
se aplica cuando exista una norma sectorial que establezca un plazo inferior, que no podrá
ser inferior a tres años (67). En la Sentencia Handlbaurer el Tribunal consideró que no
existía una norma en el ámbito sectorial de las restituciones a la exportación que fijase un
plazo propio. La cuestión es que el ámbito sectorial de análisis, a la luz de la doctrina que
ahora recoge la Sentencia Stolle, hubiera debido ser el aduanero.

La Administración española, dando por sentado que las restituciones a la exportación
son una figura encuadrada en el ámbito aduanero y, en consecuencia, a la que habría
que aplicar las disposiciones del CAC, hicieron una lectura interesada de la Sentencia
Handlbaurer para interpretar que lo que en ella venía a decirse era que el plazo de 4
años era aplicable, de forma más o menos general, a cualquier asunto aduanero, siem-
pre que hubiera una «irregularidad». Pero claro, si se liquida a posteriori es porque hay
una «irregularidad», de manera que el plazo de 4 años cobraba carta de naturaleza y po-
día aplicarse a discreción.

Nos parece, en conclusión, que la Sentencia Stolle, al afirmar la aplicabilidad a las
restituciones a la exportación de las normas del CAC, contiene una corrección implícita
a la Sentencia Handlbaurer. El Tribunal sostiene que, en ausencia de norma específica
en materia de restituciones a la exportación, debe acudir a las disposiciones de carácter
general del CAC. Bienvenida sea la rectificación, aunque nos hubiese gustado encontrar
una referencia explícita a que esta doctrina supone un cambio de criterio, es decir, una
desautorización explícita de la doctrina de la Sentencia Handlbaurer. Claro que, enton-
ces, algunos contribuyentes podrían reclamar que se les devuelva lo que, al parecer, pa-
garon indebidamente.

M) Sentencia BSkyB
Con la Sentencia BSkyB (68) nos adentramos en la materia de las Informaciones

Arancelarias Vinculantes (IAV), suscitando además interesantes apreciaciones acerca
de la validez de los Reglamentos de la Comisión que contienen Notas Explicativas de la
NC que resultan ser contrarias a la propia NC.

Sky importó receptores decodificadores de televisión por satélite que incorporaban una
unidad de disco duro, preparados para recibir la señal de la plataforma digital Sky. Con-
tenían un módem que permitía la conexión a internet. La mitad de la capacidad del disco
duro se destinaba a permitir el uso del servicio de tv a la carta, en tanto que la otra mitad
permitía al usuario grabar programas, pero del propio decodificador, no de fuente externa.
El disco duro no era necesario si el usuario se limitaba a ver la programación de Sky. Sky
solicitó una Información Arancelaria Vinculante –IAV– para este equipo el 12.06.2008,
que fue clasificado en la posición 8521 90 00. Sky reclamó que debía clasificarse en la po-
sición 8528 71 13 (aparato receptor de televisión, adaptador multimedia que desempeña
una función de comunicación). El 07.05.2008 la Comisión publicó unas Notas Explicativas
de la NC, en virtud de la cual se excluía de la posición 8528 71 13 a los aparatos que in-
corporasen un dispositivo de grabación, tal como un disco duro. Ahora bien, las Notas Ex-
plicativas del SA puntualizaban que los aparatos de recepción de televisión, aun cuando
incorporasen un aparato de grabación, debían excluirse de la partida 8521 y clasificarse
en la partida 8528. En el curso del ulterior litigio, el órgano jurisdiccional planteó cuestión
prejudicial acerca de la correcta clasificación arancelaria de estos equipos.
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(67) Véase el artículo 3 del Reglamento (CE, Euratom) 2988/1995. 
(68) STJUE de 14.04.2011, asuntos C-288/09 y 289/09, BSkyB.



El TJUE observa que las posiciones 8521 90 00 y 8528 71 13 se refieren a equipos que
pueden recibir señales televisivas y grabarlas al mismo tiempo. La diferencia entre am-
bas subpartidas se encuentra en el carácter principal o accesorio de dichas funciones. La
subpartida 8521 90 00 se refiere a aparatos de grabación con una función accesoria de
receptor de televisión, mientras que la subpartida 8528 71 13 se refiere a los aparatos
receptores de televisión con una función accesoria de grabación. Conforme a la Nota n.º
3 de la Sección XVI de la NC las máquinas concebidas para realizar dos o más funciones
diferentes se clasifican según la función principal que caracterice al conjunto. Por tanto,
procede identificar cuál es la función principal de los equipos del litigio. A este respecto
señala que el hecho de que para que funcione el adaptador deba recibirse la señal de Sky
no supone que la función de receptor, por esta sola circunstancia, sea la principal, pues
función principal no es lo mismo que función indispensable. Señala el TJUE que el dis-
co duro incorporado sólo puede grabar señales del propio receptor. En este punto el Tri-
bunal introduce una consideración de carácter general: «procede recordar que el destino
del producto puede constituir un criterio objetivo de clasificación, siempre que sea inhe-
rente a dicho producto; la inherencia debe poder apreciarse en función de las caracterís-
ticas y propiedades objetivas de éste» (69).

Avanzando en el análisis acerca de la función principal del equipo, señala que es ne-
cesario tener en cuenta lo que resulta principal o accesorio desde el punto de vista del
consumidor. Y, desde este punto de vista, es claro que la función principal es la de re-
ceptor de televisión, de una señal codificada (se trata de una plataforma de pago). Sien-
do que la función principal es la de receptor de televisión, estos equipos deben clasifi-
carse en la posición 8528 71 13. Y ello conduce a apreciar que las notas explicativas de
la NC son contrarias a la NC en este punto, de modo que no procede aplicarlas. Y reali-
za una consideración de carácter general:

«conforme a reiterada jurisprudencia, aun cuando las disposiciones de un acuerdo como
el ATI no confieren a los particulares derechos que éstos puedan invocar directamente
ante el juez en virtud del Derecho de la Unión, desde el momento en que exista una nor-
mativa de la Unión en el ámbito de que se trate, la primacía de los acuerdos interna-
cionales celebrados por la Unión sobre las disposiciones de Derecho derivado impone
interpretar éstas, en la medida de lo posible, de conformidad con dichos acuerdos» (70).
Se pregunta asimismo si del hecho de que las IAV dejen de ser válidas a raíz de una

modificación de las notas explicativas de la NC (artículo 12.5(a)(ii) CAC) puede deducir-
se la obligación de que las autoridades aduaneras emitan IAV conformes con dichas no-
tas. Al respecto el TJUE recuerda que, conforme al artículo 12.1(a) y 12.2 (a) CAC, las
IAV deben facilitarse de conformidad con las Notas Explicativas de la NC desde su pu-
blicación, lo que permite una aplicación uniforme del Derecho aduanero de la UE. Por
otro lado, ha de señalarse que las Notas Explicativas de la NC carecen de fuerza vincu-
lante en Derecho. De lo anterior resulta que las autoridades están obligadas a emitir
IAV que se atengan a las Notas Explicativas de la NC y el operador que no comparta la
clasificación resultante podrá impugnarlas. Corresponderá al órgano jurisdiccional na-
cional decidir al respecto, en su caso planteando cuestión prejudicial al TJUE.

Se pregunta también si el Reglamento 1549/2006 (que modificó la NC) tuvo por efecto
dejar sin eficacia una IAV que no se ajustaba a él. Conforme al artículo 12.5(a)(i) CAC,
una IAV dejará de ser válida cuando, debido a la adopción de un Reglamento, no se ajuste
al Derecho establecido. El TJUE aprecia que cualquier Reglamento que determine o afec-
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te a la clasificación de las mercancías en la NC es capaz de producir que las IAV que sean
contrarias a él queden sin efecto. Como el Reglamento 1549/2006 suprimió la subpartida
8528 12 91, las IAV que clasificaran en ella dejaron automáticamente de ser válidas.

El Reglamento 1549/2006 no estableció un plazo durante el cual los titulares de IAV
que hubieran dejado de ser válidas debido a su entrada en vigor podrían seguir invo-
cándola. Como pregunta final, se cuestiona si debe entenderse la existencia de un plazo
tácito de mantenimiento de la validez de una IAV cuando se adopta un Reglamento que
modifica la NC, produciendo la invalidez automática de las IAV contrarias a él, y este
Reglamento no establece un plazo transitorio durante el cual tales IAV que pasan a ser
inválidas conservan su eficacia. Se plantea, en este sentido, si cabe interpretar que se
aplica en este supuesto el plazo de seis meses de extensión de la eficacia de la IAV, que
es el habitual en materia de clasificación arancelaria.

El TJUE observa que, conforme al artículo 12 del Reglamento 2658/87, la Comisión
debe adoptar anualmente un Reglamento que recoja la versión completa de la NC, que
debe publicarse, a más tardar, el 31.10 de cada año, entrando en vigor el 01.01 del año
siguiente. De ello extrae el TJUE que los operadores diligentes pueden prever y conocer
la eventualidad de una modificación del tenor o del contenido de las partidas y subpar-
tidas de la NC y del riesgo subsiguiente de pérdida de validez de las IAV. Por ese moti-
vo, no pueden invocar el principio de protección de la confianza legítima para que se les
reconozca un plazo transitorio, más allá del de entrada en vigor, durante el cual puedan
invocar una IAV que haya dejado de ser válida con arreglo al artículo 12, en aquellos
supuestos en que el Reglamento que ha modificado la NC no haya establecido tal plazo.

N) Sentencia Sony
También la Sentencia Sony (71) se ocupa de las Informaciones Arancelarias Vincu-

lantes (IAV) y, en particular, de su eficacia para terceros. Antes de proceder a examinar
esta Sentencia, conviene señalar muy brevemente las diferencias fundamentales entre
las IAV (así como las Informaciones Vinculantes sobre el Origen, IVO) y su figura equi-
valente en el ordenamiento tributario español, las consultas vinculantes (reguladas en
los artículos 88 y 89 LGT). Las diferencias a que nos referimos son las siguientes:

– Las IAV y las IVO son resoluciones administrativas impugnables (72), a diferencia
de las consultas tributarias que no son impugnables.

– Las IAV y las IVO son eficaces en toda la Unión, respecto de autoridades naciona-
les de Estados distintos a aquél en el que se ha dictado la IAV o IVO de que se tra-
te (73). De este modo, una resolución de un Estado produce efectos en todo el terri-
torio de la Unión. 

– Las IAV y las IVO sólo protegen al sujeto que formula la pregunta a las autorida-
des (el «titular» de la IAV o IVO, como lo denomina el CAC) (74), frente a las con-
sultas tributarias que protegen a cualquier sujeto que se encuentre en idéntica si-
tuación de hecho.

Justamente la Sentencia Sony que ahora examinamos precisa el último de los aspec-
tos señalados, esto es, el alcance subjetivo de las IAV. El grupo Sony cuenta con una so-
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(71) STJUE de 07.04.2011, asunto C-153/10, Sony.
(72) «Decisiones» en la jerga comunitaria (artículo 4.5 CAC) y, en consecuencia, impugnables

(artículo 243 CAC).
(73) Artículo 5.1 RACAC.
(74) Artículo 12.2 CAC.



ciedad comercializadora (SCEE) y una sociedad de servicios logísticos (SLE), sociedad
esta última que realiza las declaraciones en aduana. SLE presenta declaraciones de
aduana por su cuenta y en su nombre, en las que hace constar la subpartida arancelaria
9504 10 00 para la PlayStation 2 (PS2). En un momento posterior, SLE se opuso al pago
de los derechos resultantes alegando que la subpartida correcta era la 8471 49 90, a la
que no se aplicaban derechos. SLE alegaba que SCEE recibió el 19.10.2000 una Infor-
mación Arancelaria Vinculante (IAV) en el Reino Unido contra la que reclamó y, fruto
de este procedimiento, el 12.06.2011 obtuvo una nueva IAV de las autoridades británi-
cas conforme a la cual la PS2 debía incluirse en la subpartida 8471 49 90.

El Tribunal holandés de primera instancia consideró que SLE podía alegar la IAV ob-
tenida por SCEE en UK incluso respecto de las importaciones realizadas entre
19.10.2000 y 12.06.2001. El órgano de apelación, no obstante, albergó dudas y planteó
tres cuestiones prejudiciales ante el TJUE.

Se pregunta en primer lugar si un declarante que presenta declaraciones en nombre
y por cuenta propios puede invocar una IAV de la que es titular una sociedad vinculada.
Al respecto el TJUE considera que, conforme a los arts. 12 CAC, 10 y 11 RACAC, sólo el
titular de una IAV puede invocarla frente a las autoridades, y sólo crea derechos en fa-
vor de su titular (75). Ahora bien, el art. 10 RACAC dispone que lo en él establecido no
va en perjuicio de lo dispuesto en los arts. 5 (que regula el derecho de representación) y
64 CAC (que regula el derecho a presentar declaraciones en aduana), por lo que el titu-
lar de una IAV puede utilizarla aún cuando presente la declaración a través de un re-
presentante; y una IAV obtenida por el representante podrá ser invocada por el opera-
dor por cuenta del cual actúa el representante. Ahora bien, SLE actuó en nombre propio
y por su propia cuenta, sin el carácter de representante y, en consecuencia, no puede
alegar la IAV de la que SCEE era titular. El hecho de que SLE y SCEE formen parte del
mismo grupo no confiere a SLE la condición de representante. Por ello, el TJUE conclu-
ye que «el declarante en la aduana que presenta declaraciones de aduana en nombre y
por cuenta propios no puede invocar una IAV de la que no es él el titular, sino una so-
ciedad a la que está vinculado y por orden de la cual presentó dichas declaraciones» (76).

Se pregunta, en segundo lugar, si, a la luz de los arts. 12, 217 y 243 CAC y 11 RACAC
un sujeto puede oponerse al pago de derechos presentando una IAV emitida para las
mismas mercancías en otro Estado miembro. El TJUE observa que, conforme al art. 4.5
CAC una IAV es una decisión en el sentido del art. 243 CAC, por lo que puede ser obje-
to de recurso. Puesto que, conforme al art. 12.2 CAC y 11 RACAC, la IAV sólo es vincu-
lante para las autoridades cuando la invoca su titular o el representante de éste, cuan-
do el recurso se interpone por un sujeto distinto la IAV no puede conferirle los efectos ju-
rídicos que le corresponden. Ahora bien, la IAV puede, aún en ese caso, ser invocada co-
mo prueba. En este sentido, el TJUE ha determinado que cuando un Tribunal cuyas de-
cisiones no puedan ser objeto de recurso pretenda decidir en sentido distinto del soste-
nido en una IAV debe extremar la atención en la apreciación de la inexistencia de toda
duda razonable (77) –cabe entender que, en otro caso, deberá plantear cuestión prejudi-
cial-. Por ello el TJUE concluye que un sujeto puede oponerse al pago de derechos «pre-
sentando, como prueba, una IAV emitida para las mismas mercancías en otro Estado
miembro sin que dicha IAV pueda producir los efectos jurídicos que le corresponden». El
órgano jurisdiccional nacional deberá determinar «si las normas procesales pertinentes
del Estado miembro de que se trata contemplan la posibilidad de aportar tales medios
de prueba» (78). 
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(75) Cita en este sentido la STJUE C-495/03, Intermodal Transports, de 15.09.2005.
(76) STJUE de 07.04.2011, asunto C-153/10, Sony (párrafo 35).
(77) Cita en este sentido STJUE Intermodal Transport.
(78) STJUE de 07.04.2011, asunto C-153/10, Sony (párrafo 44).



Se pregunta, en tercer lugar, si una instrucción nacional que reconoce eficacia a una
IAV emitida respecto de un tercero para las mismas mercancías pudo generar la con-
fianza legítima del importador en que esa IAV sería respetada. El TJUE comienza por
observar que «el principio de protección de la confianza legítima no puede invocarse en
contra de un precepto preciso de un texto de Derecho de la Unión, y el comportamiento
de una autoridad nacional encargada de aplicar el Derecho de la Unión que está en con-
tradicción con este último no puede infundir, en un operador económico, la confianza le-
gítima en que se podrá beneficiar de un trato contrario al Derecho de la Unión» (79). Da-
do que el art. 12 CAC establece con precisión los requisitos, valor jurídico y duración de
la validez de las IAV y el art. 10 RACAC precisa que sólo el titular de la IAV o su repre-
sentante podrán invocarla, la autoridades holandesas actuaron contraviniendo el Dere-
cho de la Unión al conferir a la IAV el mismo valor tanto si se alegaba por su titular co-
mo por un tercero y, al actuar así, no pudieron generar confianza legítima.

Esta última precisión despeja cualquier duda que pudiera suscitarse acerca de la po-
sible extensión subjetiva de los efectos de las IAV e IVO en el ordenamiento español, de-
rivado de una interpretación integradora con las normas relativas a las consultas tribu-
tarias en nuestra LGT. En efecto, no cabe extender de forma automática la eficacia de
una IAV o IVO a terceros que se encuentren en la misma situación fáctica que el sujeto
que formuló la solicitud, a diferencia de lo que ocurre con nuestras consultas tributa-
rias. Lo que sí cabe, por el contrario, es atender al criterio manifestado en la IAV o IVO
como elemento relevante a la hora de determinar la correcta interpretación de la norma
–de clasificación o de origen– a la que se refieren. 

5. INVALIDACIÓN DE UNA DECLARACIÓN ADUANERA

Ñ) Sentencia DP Grup
La Sentencia DP Grup (80) nos enfrenta a la naturaleza –y régimen jurídico– de los

actos en el procedimiento de liquidación aduanera. En particular, a la relevancia jurídi-
ca del acto de aceptación de la declaración y del acto de concesión del levante.

DP Grup presenta una declaración en aduana en la que hace constar una partida
arancelaria que, previamente a la declaración, ha sido cuestionada por las autoridades,
que extraen muestras para examinarlas en el laboratorio. DP Grup hace constar este
extremo mediante nota en el reverso de la declaración. Las autoridades admiten la de-
claración y se concede el levante sin comprobación, por lo que la cantidad a ingresar –li-
quidación presunta, art. 71.2 CAC– es la consignada en la declaración por derechos de
aduana e IVA. 

Posteriormente, a resultas de lo determinado por el laboratorio, se establece que la
partida declarada es incorrecta y se procede a contraer a posteriori y a sancionar a la
empresa por la declaración incorrecta. DP Grup recurre porque considera que las auto-
ridades, al aceptar la declaración y conceder el levante, han confirmado la partida de-
clarada, generando derechos y obligaciones al declarante y siendo un acto impugnable.

El tribunal nacional de primera instancia inadmitió el recurso de DP Grup al apre-
ciar que la aceptación de la declaración no es un acto recurrible. En cambio, el Tribunal
de apelación apreció que la aceptación de la declaración sí es un acto administrativo re-
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(79) STJUE de 07.04.2011, asunto C-153/10, Sony (párrafo 47, en el que además cita varias
STJUE en este sentido).

(80) STJUE de 15.09.2011, asunto C-138/10, DP Grup.



currible y devolvió el asunto a la primera instancia para que resolviera de nuevo. Este
Tribunal de primera instancia plantea entonces las cuestiones prejudiciales al TJUE.
En concreto, se pregunta: 1) Si, al admitir una declaración en aduana, conforme al art.
63 CAC, las autoridades deben limitarse a un control de los documentos presentados
cuando ha surgido una duda y se considera necesario un dictamen pericial; 2) Si la ad-
misión de la declaración aduanera debe considerarse una decisión –término con el que
se designa a una resolución recurrible, artículo 243 CAC–, en particular cuando se adop-
tó únicamente a partir de los documentos presentados, pese a existir una duda previa
acerca de la correcta clasificación y se había determinado que la información declarada
era incompleta, tomándose muestras de la mercancía para su análisis; 3) A la luz del
art. 63 CAC, ¿es impugnable la admisión de la declaración en aduana o no?

El TJUE reformula las cuestiones planteadas y, en lugar de contestarlas, se auto-
plantea si una declaración en aduana puede ser anulada tras el levante (y no si la ad-
misión de la declaración puede ser anulada). Para responder, el Tribunal comienza por
establecer que la declaración es un acto unilateral que no constituye una «decisión». La
normativa aduanera no obliga a las autoridades a comprobar de forma sistemática los
datos declarados antes de la admisión de la declaración. Conforme al 199.1 RACAC, la
declaración constituye un compromiso del declarante respecto a la exactitud de lo decla-
rado. La admisión de la declaración no supone que las autoridades acepten esa exacti-
tud. El declarante, para cumplir correctamente sus obligaciones, tiene la oportunidad
de solicitar previamente una información arancelaria vinculante.

En principio, la declaración es irrevocable una vez ha sido admitida. Aunque no se
contempla la anulación de la declaración, el art. 66 CAC contempla la invalidación de la
declaración, que una vez concedido el levante sólo se admite en determinados supuestos,
definidos en el art. 251 RACAC. La invalidación debe solicitarse ante las autoridades,
no ante los tribunales, que deberán pronunciarse de forma motivada y cuya decisión se-
rá impugnable. Conforme al art. 66.3 CAC, la invalidación de la declaración «no tendrá
ninguna consecuencia sobre la aplicación de las disposiciones sancionadoras vigentes».
Finalmente, el Tribunal aprecia que un Tribunal nacional no queda vinculado por las
apreciaciones de un Tribunal superior –aunque estas se configuren como vinculantes
conforme al derecho nacional– cuando tales apreciaciones sean contrarias a la interpre-
tación del Derecho de la Unión que realice el TJUE.

Concluye el TJUE que un declarante no puede solicitar a un órgano jurisdiccional la
anulación de una declaración cuando ésta sea admitida por las autoridades, pero sí po-
drá solicitar ante las autoridades que la declaración sea invalidada, aún después de la
concesión del levante, y las autoridades deben atender esta solicitud mediante una deci-
sión motivada.

En nuestra opinión el TJUE ha eludido contestar a lo que se le preguntaba, conve-
nientemente pasando por alto que, no sólo se admitió la declaración aduanera, sino que
se concedió el levante de las mercancías, acto al que jurídicamente se vincula una liqui-
dación presunta cuyo contenido coincide con el manifestado en la declaración (artículo
221.2 CAC). Por tanto, sí parece que existe una decisión impugnable. El TJUE omite
analizar los efectos jurídicos que deben derivarse de la actuación administrativa, que
determina la exigibilidad de una deuda. En cierto modo creemos que contradice la lógi-
ca de la Sentencia Aurubis (que examinamos en el punto R), pues pasa por alto la rele-
vancia de la actividad administrativa para que nazca la deuda, relevancia que explica
que sólo entonces comiencen a computar los períodos de pago. En este caso, por el con-
trario, al negar relevancia a la actividad administrativa, parece asimilar la declaración
aduanera a una autoliquidación. Pensamos, en definitiva, que el TJUE ha evitado una
pregunta incómoda porque no tiene demasiado clara su respuesta.
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Las Conclusiones del Abogado General, por el contrario, sí aprecian que la aceptación
de la declaración aduanera es una «decisión» y que, como tal, es un acto impugnable (81).
Coincidimos plenamente con su análisis acerca de que la aceptación es un acto –decisión–
para el que el ordenamiento permite una discrecionalidad mínima, en la medida en que
en ese momento del procedimiento se hace primar la seguridad jurídica y la celeridad. La
aceptación comporta únicamente un control formal de los requisitos documentales que la
norma exige a la declaración –es decir, que se aportan todos los datos que la norma exige–,
pero no un control material –es decir, el contraste de esos datos que se manifiestan con la
realidad–. Lo que ya no compartimos es la respuesta del Abogado General (AG) a la terce-
ra de las cuestiones formuladas, la relativa a si la aceptación de la declaración –como «de-
cisión»– es un acto impugnable. El AG sostiene que la aceptación puede ser impugnada,
pero «siempre y cuando el motivo de impugnación se dirija a la comprobación por parte de
la administración aduanera de alguna de las condiciones constitutivas de la aceptación,
tal como las enumera el citado artículo 63», es decir, una impugnación limitada a contro-
lar la corrección del control formal realizado por las autoridades. Nos parece que esta es
una solución artificiosa e innecesaria. Artificiosa porque el ordenamiento no prevé causas
tasadas de impugnación. Innecesaria porque pensamos que los propios argumentos pre-
vios del AG dan la clave: el deudor debe poder impugnar la aceptación y, al resolver su re-
curso, debe tenerse en cuenta que la decisión administrativa es una decisión sometida a
las restricciones que impone la seguridad jurídica y la celeridad. Por tanto, no le es exigi-
ble la exactitud (no hay actividad de contraste con la realidad material). El ordenamiento
confía la exactitud a un momento posterior, que es justamente el que viene precedido de
las actividades de control. Así pues, la Administración no puede quedar vinculada más
allá que en aquella medida en que ha podido ejercer su potestad. De manera que, nos pa-
rece, en la impugnación se pueden discutir cuestiones de fondo –la correcta clasificación
aduanera, en este caso– pero al hacerlo se atenderá a la realidad material, no a la limita-
da realidad formal de la que la Administración pudo disponer en ese momento. Es decir,
en la impugnación la Administración podrá hacer valer su ulterior conocimiento acerca de
la correcta clasificación aduanera, del cual carecía al aceptar la declaración, y el recurso
debe decidirse sobre estas premisas, las de una información más perfecta que el ordena-
miento sólo permite en un momento posterior. Por ello, creemos que no es necesario limi-
tar los motivos de impugnación, como sostiene el AG, sino limitar los motivos por los cua-
les le son imputables vicios al acto de admisión.

De lo anterior no se sigue que la Administración pueda desentenderse de sus actos,
en este caso del acto de aceptación de la declaración. Lo que intentamos transmitir es
que a la Administración sólo se le puede imputar una actuación jurídicamente incorrec-
ta en la medida en que haya realizado un ejercicio incorrecto de sus potestades, lo que
implica que si esas potestades no han podido desplegarse porque así lo establece el or-
denamiento, entonces la actuación administrativa no merece reproche. Nos parece rele-
vante para aclarar esta idea el caso planteado en la Sentencias Foto-Frost y Hewlett
Packard (82). En aquél asunto los documentos aportados por el declarante revelaban
una contradicción entre los datos que se suministraban y la clasificación arancelaria
que se declaraba. El Tribunal sostuvo que había existido un error de las autoridades en
el sentido del artículo 220.2.b) CAC, puesto que las autoridades hubieran podido descu-
brir, a partir del mero cotejo de los datos declarados (tanto en la declaración como en los
documentos que la acompañaban), la incoherencia en que había incurrido el declarante.
En estas circunstancias la aceptación, por sí misma, pensamos que adquiere relevancia
porque la Administración no ha realizado de forma diligente el control formal que en es-
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01.04.1993, asunto C-250/91, Hewlett Packard (párrafo 19).



ta fase del procedimiento debe llevar a cabo, en la medida en que no ha explotado dili-
gentemente la información que ha tenido a su disposición. En la primera de las Senten-
cias citadas, Foto-Frost, el Tribunal lo expresa así:

«A este respecto, procede rechazar el argumento de la Comisión según el cual las mis-
mas autoridades aduaneras no cometieron ningún error, sino que se limitaron en un
primer momento a admitir como exactos los datos que figuraban en la declaración de
Foto-Frost, tal como los autoriza el artículo 10 de la Directiva 79/695/CEE del Conse-
jo, ya citada. Se deduce en efecto de dicha disposición que cuando los derechos se han
calculado según los datos no verificados de la declaración en aduana, se puede proce-
der posteriormente a un control de esta declaración y a una rectificación del importe
de los derechos fijados. En el caso de autos, tal como la misma Comisión reconoció en
sus observaciones y en su respuesta a una cuestión formulada por el Tribunal de Jus-
ticia, la declaración de Foto-Frost contenía todos los datos fácticos necesarios para la
aplicación de la normativa en cuestión y éstos eran correctos. Teniendo en cuenta ta-
les circunstancias, el control a posteriori al que procedieron las autoridades aduane-
ras alemanas no ha podido revelar ningún nuevo elemento. Es evidente pues, que se
debió a un error de las mismas autoridades aduaneras en la aplicación inicial de la
normativa en cuestión el que los derechos no se percibieran en el momento de la im-
portación de las mercancías» (83).
Creemos que la opinión que expresa el AG en el caso DP Grup no encaja con esta doc-

trina del TJUE, pues parece indicar que la Administración puede limitarse a cotejar que
los documentos exigidos están y aparecen cumplimentados, pero que no le es exigible
que controle que su contenido es coherente. Ello no obstante, la solución a que se llega a
partir de las premisas expuestas para el caso que motiva nuestro análisis –el de la Sen-
tencia DP Grup– no difiere de la solución que se deriva de las conclusiones del AG: la
aceptación de la declaración no es nula en el supuesto que se examina, sino válida, pues
ningún reproche jurídico puede hacerse a la Administración. Y ello a pesar de que aque-
llo aceptado no corresponde a la realidad material. Si lo que pretende discutirse es la
clasificación arancelaria (y nosotros no vemos obstáculo a que ello pueda tener lugar en
el marco de la impugnación de la aceptación), entonces esta cuestión debe ser decidida
atendiendo a esa realidad material, sin que la aceptación de la declaración le sea oponi-
ble a la Administración cuando, como ocurre en este caso, la misma fue realizada cum-
pliendo correctamente los mandatos a los que el ordenamiento sujeta este acto.

6. DEVOLUCIÓN Y CONDONACIÓN DE DERECHOS

O) Sentencia Bolton Alimentari
En materia de devolución y condonación, al margen de la Sentencia Berel ya exami-

nada (punto B), nos encontramos asimismo con la Sentencia Bolton Alimentari (84). En
este caso, la devolución de derechos se fundamenta en una situación excepcional surgi-
da en el marco de la gestión de un contingente arancelario. 

Los hechos del caso son como sigue. La Comisión estableció un contingente de atún
que se abrió en domingo. Las oficinas de la Aduana en Italia están cerradas en domingo,
lo cual impidió a Bolton introducir mercancías en la fecha de apertura del contingente.
Cuando se admitió la declaración aduanera de Bolton, el lunes, el contingente ya se en-
contraba agotado.
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La Comisión deniega la aplicabilidad del contingente a Bolton porque el art. 308 bis
RACAC ordena la asignación de contingentes por orden cronológico. Existe una excep-
ción al estricto orden cronológico para los días 1, 2 y 3 de enero, pero es solamente apli-
cable en esas fechas. El TJUE considera que es correcta la interpretación estricta de es-
ta excepción que realiza la Comisión. Tampoco era exigible a las autoridades italianas
que solicitaran una suspensión de la apertura del contingente, entre otras razones por-
que no parece que la Comisión pueda conceder tal solicitud de suspensión y, por otro la-
do, no cabe supeditar la apertura de un contingente en toda la Unión a las particulari-
dades existentes en un Estado miembro.

Por tanto, queda cerrada cualquier posibilidad de que Bolton tenga acceso al disfrute
del contingente. Por ello el Tribunal se dirige a explorar otra vía, la de la devolución de
derechos. En este sentido, comienza por precisar que son las propias autoridades adua-
neras italianas quienes ostentan la competencia para decidir la devolución de derechos
en un caso como este (art. 239.2 CAC y 899.2 RACAC).

Finalmente, el Tribunal aprecia que no puede oponerse a la devolución el argumento
de que tal decisión tendría como consecuencia ampliar el contingente más allá de su lí-
mite cuantitativo, pues nada en el artículo 239 CAC indica que no sea aplicable en si-
tuaciones como la del litigio. El Tribunal reitera que el artículo 239 CAC es una «cláu-
sula general de equidad», y procede en equidad poner remedio a la situación planteada
en el litigio. Si se interpretara lo contrario habría de concluirse que la normativa adua-
nera de la Unión no permite tener en cuenta la situación de desventaja en la que se en-
contró el importador, lo que sería contrario al objetivo de esta disposición. Por otro lado,
señala que corresponde al órgano jurisdiccional nacional decidir si estamos ante una si-
tuación especial que resulta de circunstancias que no suponen ni maniobra ni negligen-
cia manifiesta por parte del interesado, en el contexto del artículo 239 CAC y 899.2 RA-
CAC. Aunque Bolton se halla en la misma situación que los demás operadores estable-
cidos en Italia, ello no impide que su situación se considere excepcional respecto de los
demás operadores de la Unión.

El reconocimiento de la existencia de una «situación especial» en estas circunstan-
cias, que afectan potencialmente a cualquier operador establecido en Italia, nos teme-
mos que no encaja con una jurisprudencia anterior del propio TJUE y del TJUE de Pri-
mera Instancia conforme a la cual una «circunstancia de naturaleza objetiva y aplicable
a un número indefinido de operadores económicos» no podía erigirse en «situación espe-
cial» a los efectos de la concesión de la condonación o devolución de derechos (85). Por
ello, cabe interpretar que, con esta Sentencia, el Tribunal cambia su criterio a este res-
pecto, elemento al que deberá prestarse en el futuro puesto que puede flexibilizar la
apreciación de la concurrencia del requisito de la «situación especial».

P) Sentencia Saupiquet
Aunque no se trata de una Sentencia del TJUE sino del Tribunal General de la UE,

conviene que refiramos la recaída en el caso Saupiquet (86) por tratarse de hechos aná-
logos a los analizados en la STJUE Bolton, relativos a los problemas derivados de la
apertura del contingente de atún en domingo con las oficinas aduaneras cerradas –en
este caso en Francia–, produciéndose la circunstancia de que el lunes el contingente se
hallaba ya agotado.
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(85) Véanse la STJUE de 26.03.1987, asunto 58/86, Coopérative Agricole d’Approvisionnement
des Avirons (párrafo 22) y STJUE de 1ª Instancia de 18.01.2000, asunto T-290/97, Mehibas (párra-
fo 80).

(86) STGUE de 24.11.2011, asunto T-131/10, Saupiquet. En el momento de elaborar este tra-
bajo la Sentencia no se hallaba disponible en español (hemos trabajado sobre la versión en francés).



En este caso Saupiquet solicita la devolución de derechos conforme a lo dispuesto en
el art. 239 CAC, atribuyendo la situación especial que requiere este precepto al incum-
plimiento de sus obligaciones por parte de la Comisión por impedir un acceso igual y no
discriminatorio al contingente. La Comisión, según alega Saupiquet, no ejerció adecua-
damente sus competencias a la hora de regular y gestionar el contingente (al disponer
que se abriera en domingo; al no establecer medidas para no perjudicar a los operadores
de Estados cuyas Administraciones no operaran en domingo; al no igualar en trato las
solicitudes formuladas en domingo y lunes), y considera que conculcó el principio de no
discriminación. La Comisión rechaza estas alegaciones, señalando que gestionó este
contingente conforme a las reglas de los arts. 308 a 308 quater CAC (que establece el cri-
terio de acceso al contingente por orden de entrada).

El TGUE se remite a la ya mencionada STJUE Bolton y aprecia que los referidos ar-
tículos no se oponen a que un operador quede excluido del contingente cuando éste se
haya agotado en el mismo día de su apertura, aunque sea domingo; y que no es oponible
a la Comisión que algunas Administraciones no operen en domingo. Por ello rechaza las
alegaciones de la demandante, incluida también la relativa a la infracción del principio
de no discriminación, pues la Comisión ha aplicado la misma regla a todos los operado-
res (por orden de entrada) y no le es imputable el cierre dominical en algunos Estados.
Considera el Tribunal que tampoco corresponde a la Comisión paliar los efectos de ese
cierre. A la luz de la STJUE Bolton, observa el TGUE que corresponde a las autoridades
nacionales remediar estas situaciones mediante la aplicación del art. 239 CAC. Así
pues, hace suya la doctrina conforme a la cual estamos ante una situación especial que
merita una devolución de derechos, pero niega que esa pretensión pueda fundarse en un
incumplimiento por parte de la Comisión en el ejercicio de sus potestades de gestión del
contingente.

La Sentencia Saupiquet realiza una consideración de carácter general que pensamos
merece ser destacada, al señalar que es jurisprudencia constante que los Considerandos
de un acto de la Unión carecen de valor jurídico vinculante y no pueden ser válidamen-
te invocados para derogar disposiciones de propio acto de que se trate (87).

7. CONTROL A POSTERIORI. ORIGEN DE LAS MERCANCÍAS 

Q) Sentencia Afasia
La Sentencia Afasia (88) se enfrenta a un supuesto de actuaciones de investigación

posteriores a la concesión del levante de las mercancías («control a posteriori» en la jer-
ga aduanera) dirigidas a determinar la veracidad del origen declarado para las mismas.

Afasia introduce productos textiles que declara originarios de Jamaica, para los que
aporta certificados de origen EUR1. La OLAF realiza una misión de comprobación en
Jamaica y constata que el fabricante incumple los criterios de origen, puesto que las
mercancías se fabrican a partir de elementos acabados de origen chino o, en otros casos,
eran textiles chinos acabados. Se constata, a juicio de la OLAF, que los fabricantes ja-
maicanos realizaron declaraciones falsas sobre el origen a las autoridades a fin de obte-
ner los certificados, cuya falsedad hubiera resultado muy difícil de detectar. A la vista
de estos datos, las autoridades jamaicanas concluyen que los certificados EUR1 son in-
exactos y nulos. Se procedió, en consecuencia, a realizar una nueva liquidación de dere-
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(88) STJUE de 15.12.2011, asunto C-409/10, Afasia.



chos («contracción a posteriori»), atendido que las mercancías no debían beneficiarse del
régimen preferencial ACP (se designa así al sistema de preferencias que la UE estable-
ce con diversos países de las regiones África-Caribe-Pacífico). Afasia opone que no pue-
de aportar evidencias del origen jamaicano a causa del huracán padecido en aquél país
en 2004. Frente a esto, la OLAF observa que el origen chino se determinó a partir de
otras fuentes; documentos de transporte, datos recabados de las autoridades jamaica-
nas y de las autoridades chinas. También alega Afasia que correspondía a las autorida-
des jamaicanas (y no a la OLAF) determinar el origen de las mercancías, por lo que los
certificados no fueron anulados debidamente. 

Se plantea una primera cuestión prejudicial acerca de si, conforme al artículo 32 del
Protocolo ACP, la Comisión puede realizar un control de origen por sí misma, aunque
cuente con apoyo de las autoridades locales, y si los resultados de tal control son válidos.
Ha de tenerse en cuenta que, como ocurre generalmente el los acuerdos preferenciales
bilaterales o multilaterales, el país de exportación se reserva la competencia para de-
terminar el origen, de manera que la Comisión no era competente para determinar el
origen jamaicano, sino las propias autoridades jamaicanas.

Al respecto el TJUE recuerda que:
– «el sistema de cooperación administrativa establecido por un protocolo que enuncia,

en un anexo de un acuerdo concluido entre la Unión y un Estado tercero, reglas rela-
tivas al origen de productos se basa en una confianza mutua entre las autoridades de
los Estados miembros de importación y las del Estado de exportación» (89).

– «En particular, respecto del control a posteriori de los certificados EUR.1 expedidos
por el Estado de exportación, las conclusiones a las que llegan las autoridades de
ese último se imponen a las autoridades del Estado miembro de importación. En
efecto, la cooperación establecida por un protocolo relativo al origen de productos
únicamente puede funcionar si el Estado de importación reconoce las apreciaciones
llevadas a cabo legalmente por las autoridades del Estado de exportación (90).

Aprecia el TJUE que, conforme al art. 32.7 Protocolo ACP, la Comisión puede proceder
a un control de origen aunque no lo haya solicitado el Estado miembro de importación.

Por otro lado, observa el TJUE que el Protocolo permite al Estado ACP invitar a la Co-
misión a participar en las investigaciones como, según aprecia el Tribunal, ocurrió en el
presente asunto donde consta una invitación del gobierno jamaicano, por lo que no estamos
ante una intromisión en asuntos internos de Jamaica. Las normas no especifican cómo
puede realizarse esa participación de la Comisión, por lo que observa el TJUE que cabe que
la OLAF asuma la realización de las investigaciones, en cuyo caso el Estado ACP debe re-
conocer, de modo inequívoco y por escrito, que hace suyos los resultados de la investigación
para que estos sean válidos, mediante firma y fecha, siendo irrelevante la circunstancia de
que tales extremos consten en un documento con membrete de la OLAF. El acta de la in-
vestigación de la OLAF firmada por el Estado ACP en la que se determina la nulidad de los
certificados, una vez comunicada a las autoridades nacionales, es oponible a estas. 

Se plantearon dudas acerca de la capacidad y competencia de la persona que firma en
representación de Jamaica. A este respecto, el TJUE considera que esta es una cuestión
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(89) STJUE de 15.12.2011, asunto C-409/10, Afasia (párrafo 28, citando en este sentido las
Sentencias de 09.02. 2006, Sfakianakis, C-23/04 a C-25/04, párrafo 21, y de 01.07. 2010, Comi-
sión/Alemania, C-442/08, párrafo 70).

(90) STJUE de 15.12.2011, asunto C-409/10, Afasia (párrafo 29, citando en este sentido las
Sentencias de 17.07.1997, Pascoal & Filhos, C-97/95, párrafo 33; de 01.07. 2010, Comisión/Ale-
mania, C-442/08, párrafos 72 y 73; y de 25.02. 2010, Brita, C-386/08, párrafo 62).



que corresponde dilucidar al tribunal nacional. En atención a las consideraciones ante-
riores, el TJUE concluye respondiendo a la cuestión prejudicial planteada que «el artí-
culo 32 del Protocolo n.º 1 debe interpretarse en el sentido de que los resultados de un
control a posteriori acerca de la exactitud del origen de las mercancías indicado en los
certificados EUR.1 expedidos por un Estado ACP y que consistieron esencialmente en
una inspección llevada a cabo por la Comisión, y más precisamente por la OLAF, en di-
cho Estado y por invitación de este último, vinculan a las autoridades del Estado miem-
bro en el que se importan las mercancías, siempre que, extremo que corresponde apre-
ciar al tribunal remitente, dichas autoridades hayan recibido un documento que reco-
nozca de modo inequívoco que ese Estado ACP hace suyos dichos resultados» (91).

Se pregunta asimismo si el importador puede oponerse a la contracción a posteriori fun-
dándose en que se desconoce si el vicio respecto al origen lo padecen todas o sólo parte de
las mercancías importadas. La duda deriva del hecho de que el acta de la OLAF señalaba
que era posible que algunas de las mercancías fueran efectivamente de origen jamaicano.

A este respecto el TJUE observa que «cuando un control a posteriori no permite con-
firmar el origen de la mercancía que se indica en el certificado EUR.1, procede llegar a
la conclusión de que es de origen desconocido y que, por consiguiente, se concedieron in-
debidamente el certificado EUR.1 y el arancel preferencial» (92). Por tanto, un importa-
dor no puede alegar un origen desconocido para oponerse a la contracción a posteriori.
La contracción a posteriori de derechos de aduana es la reacción normal cuando el con-
trol no permite confirmar el origen preferencial. Conforme al art. 220.2.b) CAC, estamos
ante un error de las autoridades (las autoridades jamaicanas que certificaron el origen),
pero ese error no es activo sino que fue inducido por las falsas indicaciones suministra-
das por el exportador, cuya falsedad era desconocida por las autoridades jamaicanas,
que no podían razonablemente saberlo.

El TJUE aprecia que no cabe aplicar a Afasia la doctrina del asunto Beemsterboer
(93), pues el incumplimiento de la obligación de conservar los documentos que acreditan
el origen que corresponde al exportador se ha incumplido en el presente asunto por cau-
sa de fuerza mayor, el huracán padecido en Jamaica en 2004. Ahora bien, la falsedad del
origen jamaicano fue determinada por la OLAF a partir de otras fuentes de información,
no del exportador. Las autoridades jamaicanas decidieron anular los certificados de ori-
gen. Por ello el TJUE concluye que el importador no puede oponerse a la contracción a
posteriori con el argumento de que no es posible descartar que parte de las mercancías
fueran efectivamente originarias de Jamaica.

La Sentencia Afasia supone un importante espaldarazo a la actividad de comproba-
ción del origen por parte de la OLAF en terceros países. Basta con que el país de expor-
tación lo «autorice» (tengamos en cuenta que las presiones de la UE para que ello ocurra
pueden ser muy intensas) y que suscriba formalmente los resultados de la investigación
para que se entienda respetado el reparto de competencias. Lo cual significará que ese
reparto de competencias va a traducirse en una formalidad en la generalidad de los su-
puestos, asumiendo la OLAF la labor material de comprobación del origen. Creemos
que, para evitar actuaciones de la OLAF al margen de la legalidad, los Tribunales de-
bieran ser rigurosos a la hora de exigir que, al menos, los requisitos formales se cum-
plan escrupulosamente y que la OLAF acredite sus afirmaciones de parte con pruebas
suficientes.
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(91) STJUE de 15.12.2011, asunto C-409/10, Afasia (párrafo 40).
(92) STJUE de 15.12.2011, asunto C-409/10, Afasia (párrafo 44; cita en este sentido STJUE

C-12/92, párrafos 17 y 18; C-153/94 y C-204/94, párrafo 16, y C-293/04, párrafo 34).
(93) STJUE de 09.03.2006, asunto C-293/04, Beemsterboer.



8. CONTRACCIÓN A POSTERIORI. INTERESES DE DEMORA

R) Sentencia Aurubis
La Sentencia Aurubis (94) nos aclara una relevante cuestión en materia de intereses

de demora que no aparece regulada de forma expresa en la norma aduanera. Se trata de
determinar si las autoridades pueden exigir intereses desde el momento en que nace la
deuda (que, en el supuesto de que se trata, es el momento en que se acepta la declara-
ción inicial de despacho) o sólo desde que concluye el período de pago. No pase desaper-
cibido que esta cuestión entronca con la estructura de gestión de los tributos aduaneros
que, si bien son de liquidación administrativa (el declarante se limita a incluir en su de-
claración un «cálculo estimativo» del importe de los derechos), presentan elementos pro-
pios, dado que la liquidación puede ser presunta, al permitir que se disponga que la con-
cesión del levante supone, de parte de las autoridades, la confirmación del cálculo que se
indica en la declaración como cuota del tributo (95). 

El supuesto que se plantea a la consideración del Tribunal se refiere a un operador, Au-
rubis, que despacha unas mercancías a libre práctica y toma como precio en el que basa el
valor en aduana un precio provisional facturado por el vendedor. Posteriormente el ven-
dedor ajusta ese precio mediante la emisión de una factura definitiva. Aurubis comunica
de forma espontánea a la Administración el nuevo precio a los efectos de que pueda re-de-
terminar el valor en aduana. La Administración procede a contraer a posteriori en con-
cepto de IVA a la importación y exige intereses por el período comprendido entre el mo-
mento del nacimiento de la deuda (desde la aceptación de la declaración en aduana inicial)
hasta el momento del pago. La Administración aplica esta regla en el marco del IVA a la
importación, que en la Ley búlgara se remite a las disposiciones aduaneras.

El TJUE en primer lugar estima que la cuestión prejudicial es admisible a pesar de
que se trata de enjuiciar un asunto sometido a la legislación interna búlgara (Ley del
IVA) en la medida en que se dilucida –por remisión– la interpretación de una norma co-
munitaria –la norma aduanera–.

Como hemos anticipado, la cuestión a dilucidar estriba en si las autoridades pueden
exigir intereses desde el momento en que nace la deuda o sólo desde que concluye el pe-
ríodo de pago. El TJUE interpreta que, conforme al art. 232.1.b) CAC (que dispone que
se percibirá un interés de demora «cuando no se haya abonado el importe de derechos en
el plazo establecido»), los intereses sólo son exigibles desde la conclusión del período de
pago. Argumenta, además, que el art. 232.2.c) establece que las autoridades pueden re-
nunciar a exigir el pago de intereses cuando el pago se produce dentro de los cinco días
posteriores a la conclusión del plazo previsto para el pago, lo que indica que el plazo en
el que se está pensando respecto al devengo de intereses es el que se inicia con la con-
clusión del plazo de pago.

Se pide asimismo al Tribunal que aclare si, conforme al art. 214.3 CAC, las autorida-
des no pueden imponer el pago de intereses respecto del período comprendido entre el
momento de la declaración inicial y el momento en que se realiza la contracción a poste-
riori de esa deuda. A este respecto, el art. 214 CAC remite a la exigencia de intereses en
los casos y condiciones «establecidos por las disposiciones adoptadas según el procedi-
miento del Comité» (96). En el RACAC, el art. 519.1 prevé la exigencia de intereses pa-

ESTUDIOS Y NOTAS / CRÓNICA TRIBUTARIA 145-2012

– 142 –

(94) STJUE de 31.03.2011, asunto C-546/09, Aurubis.
(95) Artículo 221.2 CAC.
(96) La remisión a las «disposiciones adoptadas según el procedimiento del Comité» es general-

mente una remisión a los Reglamentos de la Comisión (si bien la Comisión puede servirse de ins-
trumentos distintos). Debe diferenciarse de la remisión a las «disposiciones aplicables», que es la
expresión que suele utilizarse para dar entrada a las normas nacionales aplicables.



ra otros supuestos, pero no para este. Por ello, entiende el Tribunal que no puede basar-
se en el art. 214 CAC la exigencia de intereses para el plazo comprendido entre la decla-
ración inicial y la contracción a posteriori.

Se pregunta finalmente al Tribunal si las autoridades pueden aplicar una sanción no
prevista en el ordenamiento nacional. Para aclarar el alcance de esta cuestión debemos
precisar que, en la Sentencia Hannl (97), con dudosa técnica, el TJUE se refirió a los in-
tereses de demora como una medida sancionadora. Respecto de esta cuestión, el Tribu-
nal aprecia que, a falta de normas comunitarias sancionadoras, los Estados miembros
pueden establecer sus propias sanciones, siempre que al hacerlo respeten el Derecho de
la Unión y sus principios generales. Entre tales principios se encuentra el de legalidad
de delitos y penas, que «exige que la ley defina claramente las infracciones y las penas
que las reprimen» (98). Por ello, concluye que las autoridades no pueden aplicar una
sanción no prevista expresamente en una ley interna.

Examinado el asunto a la luz de la normativa española, cabe señalar que la interpre-
tación del Tribunal guarda coherencia con la estructura de un tributo de liquidación ad-
ministrativa, por contraposición a los tributos autoliquidados. Con todo, cabe cuestio-
narse si conforme a la LGT, que dedica su artículo 26 a la regulación de los intereses de
demora, en un supuesto como éste habrían de exigirse intereses de demora. Obsérvese a
este respecto que, en la LGT, la presentación de una declaración tardía también com-
porta el devengo de intereses. En este sentido, la declaración aduanera debe presentar-
se, a partir de la fecha de la declaración sumaria, dentro del plazo de 45 días – respecto
de mercancías transportadas por vía marítima– o 20 días –para mercancías transporta-
das por vía distinta de la marítima–, según dispone el artículo 49 CAC. Pues bien, aún
cuando un declarante aporte datos que afecten al importe de la deuda con posterioridad
a esos plazos habrá de entenderse que, en materia aduanera, no resultan exigibles inte-
reses de demora, conforme al criterio que sienta esta Sentencia, y en contra de lo que re-
sultaría del artículo 26 LGT. Por ello, nos encontramos con una nueva especialidad
aduanera en este punto. 

Queda todavía por despejar si cabría, en un supuesto como el examinado en la Sen-
tencia que comentamos, la aplicación de los recargos del artículo 27 LGT (recargos por
declaración extemporánea sin requerimiento previo). En este punto cobra relevancia la
observación que hemos realizado acerca del contenido que debe atribuirse a la remisión
que hace el TJUE a las normas «sancionadoras» de los Estados. Si para el TJUE los in-
tereses de demora participan de esta naturaleza, con mayor razón habría de apreciarse
que lo hacen, a estos efectos, los recargos del artículo 27 LGT. Ello nos llevaría a la con-
clusión de que, dado que este sistema de recargos cumple con los requisitos derivados
del principio de legalidad y tipicidad, la doctrina del Tribunal conduce a que sí sería ad-
misible su aplicación en estos supuestos. Solución que no deja de suscitar alguna inco-
modidad, dado que para llegar a ella hemos de partir de la consideración de que nos en-
contramos ante normas sancionadoras –el Tribunal deja claro que las normas naciona-
les no pueden establecer la exigencia de intereses en estos casos–, por más que ello sea
con el peculiar sentido con el que el Tribunal utiliza este término en este contexto. Pero,
de otro lado, la adscripción de los recargos del artículo 27 LGT a la categoría de las nor-
mas sancionadoras no cabe desde la perspectiva interna, pues el Tribunal Constitucio-
nal ha aclarado reiteradamente que no caben en nuestro ordenamiento sanciones de
plano o automáticas, exigiendo en todo caso un elemento subjetivo cuyo contenido míni-
mo es la negligencia. En definitiva, pues, la aplicación de estos recargos en materia
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(97) STJUE de 16.10.2003, asunto C-91/02, Hannl.
(98) STJUE de 31.03.2011, asunto C-546/09, Aurubis (párrafo 42).



aduanera coloca a la Administración en una posición contradictoria, dado que de una
parte presupone que quedan comprendidas entre las normas sancionadoras desde la
perspectiva comunitaria y, por otra parte, ha de mantenerse que carecen de tal carácter
desde la perspectiva interna so pena de inconstitucionalidad.

9. INCUMPLIMIENTO DE ESTADO. INTERESES DE DEMORA

S) Sentencia Comisión/Finlandia
Los tributos aduaneros constituyen un recurso propio de las instituciones comunita-

rias, a las que el Estado miembro que en cada caso los gestiona debe entregar un 75 por
100 del importe recaudado (99). Se establece así una doble relación jurídica: la que se
entabla entre el deudor y las autoridades aduaneras y la que, con causa en la anterior,
surge entre la Administración nacional y las instituciones comunitarias. Si la Sentencia
Aurubis que acabamos de examinar analiza la cuestión de los intereses de demora en la
relación entre el deudor y las autoridades nacionales, la Sentencia Comisión/Finlandia
(100) examina la exigibilidad de intereses de demora en la relación entre la Administra-
ción nacional y las instituciones comunitarias.

La Sentencia Comisión/Finlandia es muy similar a la recaída en el asunto C-546/03,
Comisión/España y a la posterior del asunto C-423/08, Comisión/Italia. En aplicación
de la normativa interna finlandesa, cuando las autoridades proceden a regularizar una
deuda tributaria elaboran una propuesta de liquidación que se notifica a los interesados
y abre un plazo de 15 días para formular alegaciones. Pasado este plazo, y a la vista de
las eventuales alegaciones que puedan formularse, las autoridades proceden a liquidar.
En tanto la deuda aduanera no se liquida no se contrae su importe a favor del presu-
puesto comunitario.

La Comisión estima que este proceder es incompatible con lo dispuesto en el artículo
220.1 CAC, que ordena a las autoridades aduaneras contraer la deuda en un plazo de
dos días a partir del momento en que se hayan percatado de que procede la regulariza-
ción, estén en condiciones de calcular su importe y de determinar el deudor.

El Tribunal acoge la tesis de la Comisión. Observa que, si bien el derecho de defensa
es un principio general de la Unión, este no puede, en lo que atañe a las relaciones entre
los Estados miembros y las Comunidades Europeas, redundar en que se permita a un
Estado miembro incumplir su obligación de liquidar, dentro de los plazos establecidos
en la normativa comunitaria, el derecho de las Comunidades sobre los recursos propios.

Por tanto, parece que el Tribunal aboga por una desvinculación temporal entre la li-
quidación (que se produce en el marco de una relación entre el Estado y el contribuyen-
te) y la contracción de su importe (que se produce en el marco de una relación entre el
Estado y la Comunidad). Los Estados pueden diferir la liquidación conforme a su orde-
namiento interno, pero no así la contracción.

Rechaza la alegación de que este procedimiento se dirige a evitar liquidaciones inco-
rrectas que comporten gastos importantes para los Estados, observando que ello no per-
mite a los Estados sustraerse a sus obligaciones. Recuerda, en este sentido, que está
prevista la posibilidad a favor de los Estados de rectificar el importe contraído.
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(99) Decisión del Consejo de 7 de junio de 2007 sobre el sistema de recursos propios de las Co-
munidades Europeas (2007/436/CE, Euratom), artículo 2, apartados 1.a) y 3.

(100) STJUE de 07.04.2011, asunto C-405/09, Comisión/Finlandia. En el momento de elabo-
rar este trabajo la Sentencia no se hallaba disponible en español (hemos trabajado sobre la versión
en francés).



10. OTROS TRIBUTOS ADUANEROS. DERECHOS ANTIDUMPING

T) Sentencia Dongguan
Con la Sentencia Dongguan (101) nos adentramos en el complejo mundo del cálculo

del importe de los derechos antidumping. Convendrá recordar que los derechos anti-
dumping se cuantifican tomando como base el margen de dumping, esto es, la diferen-
cia entre el precio por el que se vende la mercancía para la exportación a la Comunidad
(denominado «precio de exportación») y el precio por el que se vende en el mercado de
origen (denominado «valor normal»). Tanto el «precio de exportación» como el «valor nor-
mal» son conceptos de extrema complejidad técnica, como revela la simple lectura del
artículo 2 del Reglamento (CE) n.º 1225/2009 (102) –Reglamento de base–, complejidad
que se incrementa cuando se considera que el país de exportación no es una «economía
de mercado» (como es el caso de China) y debe procederse a tomar el «valor normal» en
un país de exportación que se considere «comparable» (para China es frecuente que se
considere que Brasil es un país comparable en este sentido).

Volviendo la atención sobre los presupuestos del caso, el demandante es Dongguan,
una empresa china que fabrica mecanismos de palanca para papelería. Toda su produc-
ción la comercializa a través de dos sociedades vinculadas (WWS y LECO). En el marco
de una investigación antidumping solicitó ser tratada como una empresa que opera ba-
jo condiciones de economía de mercado, pero esta petición le fue denegada. Solicitó asi-
mismo un trato individual conforme al artículo 9.5 del Reglamento antidumping de ba-
se (es decir, que su margen de dumping se determinara de forma específica para ella, y
no que se le aplicaran los resultados obtenidos a partir de una muestra representativa
del conjunto de productores del país) y esta solicitud sí fue atendida.

Interesa señalar como elemento curioso que, al no disponer de un país comparable en
el que obtener el valor normal –como hemos señalado, el «valor normal» no puede deter-
minarse en China por no ser economía de mercado–, en el Reglamento que impuso los
derechos antidumping de modo definitivo se utilizó «otra base razonable», con arreglo al
artículo 2.7.a) del Reglamento antidumping de base, que consistió en tomar los datos
proporcionados por la propia industria comunitaria denunciante para este fin. Es decir,
aplicando esta metodología, ni más ni menos que se va a determinar que toda diferencia
entre el precio por el que los exportadores chinos venden a la Unión y los precios nor-
males aplicados por los fabricantes de la Unión constituye dumping y debe ser compen-
sada mediante derechos antidumping.

Sobre estos presupuestos, la disputa versa acerca del ajuste que practicó la Comisión
sobre el precio de exportación para deducir los gastos y beneficios de las sociedades co-
mercializadoras (WWS y LECO) para obtener así el precio fábrica de Dongguan (ténga-
se en cuenta que, cuanto más se minora el precio de exportación, mayor margen de dum-
ping resulta y, en consecuencia, mayores derechos antidumping deben pagarse). Dong-
guan alega que, al proceder así, se compararía un valor normal y un precio de exporta-
ción en diferentes fases de comercialización.

La Comisión y el Consejo señalan que el valor normal y el precio de exportación se
compararon en el nivel del precio de fábrica. Por ello, para calcular el precio de exporta-
ción de Dongguan, se tomó el precio de venta de WWS y LECO (que eran las sociedades
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(101) STJUE de 27.10.2011, asunto C-511/09, Dongguan.
(102) Reglamento (CE) n.º 1225/2009 del Consejo de 30 de noviembre de 2009, relativo a la de-

fensa contra las importaciones que sean objeto de dumping por parte de países no miembros de la
Comunidad Europea (DO L 343 de 22.12.2009, p. 51).



vinculadas que comercializaban sus productos, pues Dongguan no realizaba ventas a
sujetos independientes) y se consideró procedente deducir del mismo los gastos y benefi-
cios de WWS y LECO, asimilándolos a una comisión de venta. Se trata de reconstruir
así el precio aplicado por el fabricante a sus comisionistas.

Por su parte, el valor normal, que según hemos señalado es el otro término de la com-
paración para determinar la existencia de dumping, se calculó a partir de los costes de
fabricación, los gastos administrativos y otros gastos generales de los productores aná-
logos comunitarios, así como de una estimación del beneficio razonable de tales produc-
tores. Puesto que el valor normal no incluía coste alguno de comercialización, el precio
de exportación debía asimismo depurarse de este tipo de costes. Como Dongguan no
vendía a terceros independientes, sino que toda su producción se vendía a través de las
sociedades WWS y LECO, había que deducir del precio de venta de estas sociedades sus
propios gastos y beneficios, que ya no eran de fabricación sino de comercialización.

El TJUE rechaza que, cuando el valor normal se determine «en función de cualquier
otra base razonable» deba siempre tratarse del valor normal al que el producto se en-
trega al primer cliente independiente, con lo que acepta que la base de comparación
sea el «precio de fábrica». Aprecia que las instituciones comunitarias determinaron
adecuadamente el valor normal calculado sobre la base del «precio de fábrica» debido
a que Dongguan no soporta gastos de venta directa por sus ventas en el mercado in-
terno. Por ello, del precio de exportación debían excluirse asimismo los gastos de co-
mercialización, a fin de hacerlos comparables. Razonamiento que conduce a desesti-
mar el recurso de Dongguan.

Pensamos que no resulta aventurado suponer que la Comisión eligió tomar, como ba-
se de comparación entre el valor normal y el precio de exportación, el «precio de fábrica»
porque era la base de comparación que ofrecía un margen de dumping superior para
Dongguan. Si a ello se une el hecho, ya señalado, de que se tomaron los datos de los pro-
ductores comunitarios para establecer el «valor normal» (que, insistamos, intenta ofre-
cer el precio al que las mercancías se venden en el mercado de exportación en condicio-
nes normales), este caso nos ofrece un ejemplo esclarecedor acerca del abultadísimo
margen de discrecionalidad de que disponen las autoridades comunitarias a la hora de-
terminar la existencia de dumping y de cuantificarlo. La idea señalada queda corrobo-
rada – ampliada si cabe– cuando en el párrafo 11 de la Sentencia Dongguan que exami-
namos se reproduce uno de los párrafos de la Sentencia recaída en primera instancia en
este mismo asunto, y que nos recuerda la doctrina general acerca del limitado alcance
del control jurisdiccional respecto de las medidas de defensa comercial, al observar:

«según reiterada jurisprudencia, en el ámbito de las medidas de defensa comercial, el
control de las apreciaciones de las instituciones por parte del juez comunitario está li-
mitado a la comprobación del respeto de las normas de procedimiento, de la exactitud
material de los hechos tenidos en cuenta para adoptar la resolución impugnada, de la
falta de error manifiesto en la apreciación de estos hechos o de la falta de desviación
de poder (véanse las sentencias del Tribunal de Primera Instancia de 28 de octubre
de 2004, Shanghai Teraoka Electronic/Consejo, T-35/01, Rec. p. II-3663, apartados 48
y 49, y la jurisprudencia citada, y de 4 de octubre de 2006, Moser Baer India/Conse-
jo, T-300/03, Rec. p. II-3911, apartado 28, y la jurisprudencia citada)» (103).
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(103) STJUE de 27.10.2011, asunto C-511/09, Dongguan (párrafo 11, en el que reproduce di-
versos párrafos de la STJUE 1ª Instancia de 23.09.2009, asunto T-296/06, Dongguan; el párrafo
que reproducimos es el 41 de la Sentencia de primera instancia).



Es decir, el Tribunal no va a entrar a examinar si la decisión que las autoridades co-
munitarias adoptan en el marco de la discrecionalidad que les reconoce el Reglamento
antidumping de base es la más oportuna o adecuada, a menos que pueda establecerse
que se incurrió en desviación de poder. Y bajo estos presupuestos no resulta fácil com-
batir por el importador que, como ocurre en este caso, se tome como «otra base razona-
ble» para determinar el valor normal los datos proporcionados por la propia industria
comunitaria denunciante, o que se tome como base de comparación entre el valor nor-
mal y el precio de exportación el «precio de fábrica». Idea que viene a confirmar la difi-
cultad a que se enfrentan quienes combaten la cuantificación del margen de dumping
realizada por las autoridades comunitarias.

11. CUESTIONES GENERALES. DIVERGENCIAS LINGÜÍSTICAS

Las normas aduaneras en la UE son normas europeas (Reglamentos), lo que pone de
relieve que se ha alcanzado la unificación jurídica en este ámbito. Ahora bien, esa nor-
ma única debe traducirse a los diferentes idiomas oficiales de la Unión y ya se sabe que
traduttore, traditore. Es inevitable que aparezcan diferencias entre las distintas versio-
nes lingüísticas de una misma norma que, eventualmente, pueden ofrecer base a inter-
pretaciones divergentes. Ello ocurre también en el ámbito aduanero. Y con cierta fre-
cuencia. Al examinar las Sentencias en materia aduanera del TJUE en 2011 hemos en-
contrado al menos dos Sentencias donde este tipo de problemas alcanza relevancia. Por
ello nos parece conveniente reproducir la doctrina sobre esta cuestión que expresa el
TJUE, en su Sentencia Pacific World, con las siguientes palabras:

«Según reiterada jurisprudencia, por un lado, la formulación utilizada en una de las
versiones lingüísticas de una disposición de Derecho de la Unión no puede constituir
la única base de la interpretación de esta disposición ni tampoco se le puede recono-
cer, a este respecto, un carácter prioritario frente a otras versiones lingüísticas. Por
otro lado, las distintas versiones lingüísticas de una norma de la Unión Europea de-
ben ser objeto de interpretación uniforme, por lo cual, en caso de discrepancia entre
las citadas versiones, dicha disposición debe ser interpretada en función de la siste-
mática general y de la finalidad de la normativa de la que forma parte» (104).
La Sentencia Laki Dooel insiste en la última de las ideas que se señalan en el párra-

fo reproducido, al subrayar:
«según jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia, en caso de discrepancia en-
tre distintas versiones lingüísticas de una norma de la Unión Europea, dicha disposi-
ción debe interpretarse en función de la sistemática general y de la finalidad de la
normativa de la que forma parte» (105).
Se trata de una llamada de prevención frente a interpretaciones basadas en la litera-

lidad de la norma que no tienen en cuenta el tenor de otras versiones lingüísticas, el
contexto y estructura general de la regulación de la institución de que se trata o su fina-
lidad. Una prevención que nos parece es relevante entre nosotros, por ejemplo, en la dis-
cusión acerca de si los tributos aduaneros «prescriben» o más bien «caducan». El dato del
uso de un término u otro no debiera precipitarnos a la hora de discernir esta importan-
te cuestión.
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(104) STJUE de 28.07.2011, asunto C-215/10, Pacific World (párrafo 48; cita en el mismo sen-
tido la STJUE C-230/09 y C-231/09, párrafo 60 y jurisprudencia allí citada).

(105) STJUE de 16.06.2011, asunto C-351/10, Laki Dooel (párrafo 39; cita en el mismo sentido
la STJUE de 29.04.2010, asunto C-340/08, M y otros).



12. CONCLUSIONES

La jurisprudencia del TJUE en materia aduanera de 2011 nos ha ofrecido ocasión pa-
ra reflexionar, con una nueva luz, acerca de un buen número de cuestiones fundamen-
tales del Derecho aduanero. En una rápida enumeración, encontramos las siguientes: la
decisión acerca de si debe prevalecer la intención que se refleja en actos preparatorios
frente a la materialización efectiva de la conducta a la hora de apreciar un incumpli-
miento (Sentencia Laki Dooel, A); el alcance y límites de la solidaridad entre deudores y
su engarce con las categorías tributarias del Derecho español (Berel, B); la responsabili-
dad en la que incurren los intermediarios en una venta (Oliver Jestel, C); la eficacia de
una decisión del OSD en materia de clasificación arancelaria (X, D); los problemas de
clasificación que plantean las mezclas (Marishipping, E); la eficacia retroactiva de las
Notas Explicativas de la Nomenclatura (Delphi Deutchland, F); el concepto de «partes»
y «accesorios» a efectos de la clasificación arancelaria (Unomedical, G); el concepto de
bebida alcohólica y de producto intermedio (Paderboner, H); el concepto de producto de
la caza (Deli Ostrich, I); la tensión entre la composición y la función como criterios de
clasificación (Pacific World, J y Evroetil, K); los criterios para la clasificación de diversas
presentaciones de carne de pollo y la aplicabilidad del CAC a las restituciones a la ex-
portación (Stolle, L); el régimen aplicable a una Nota Explicativa que se declara contra-
ria a la NC, la relevancia de la función para la clasificación y la eficacia en el tiempo de
las IAV (BSkyB, M); la eficacia subjetiva de las IAV (Sony, N); el régimen de invalida-
ción de una declaración aduanera tras la concesión del levante y la relevancia jurídica
del acto de admisión de la declaración (DP Grup, Ñ); las potestades de la Comisión en
materia de gestión de contingentes y la existencia de una situación especial como causa
de devolución de derechos (Bolton Alimentari, O y Saupiquet, P); el régimen de las ac-
tuaciones de investigación del origen por parte de la OLAF en terceros países (Afasia,
Q); el régimen de intereses de demora y recargos por declaración extemporánea espon-
tánea (Aurubis, R); la exigibilidad de intereses de demora por incumplimiento de Esta-
do (Comisión/Finlandia, S); o, en fin, el margen de discrecionalidad de las autoridades
en el marco de una investigación antidumping (Dongguan, T). Junto a las referidas,
otras cuestiones han salido al paso en este análisis, que revela la fertilidad del Derecho
aduanero como punto desde el que enfocar una reflexión acerca de la imbricación entre
el Derecho de la Unión y el Derecho Tributario interno.
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